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ACTA Nº17-2004
Sesión celebrada el 29 de abril de 2004.

Sesión ordinaria Nº17-2004 celebrada por la Junta Directiva del Colegio de Abogados de Costa Rica, a las dieciocho horas del día 29 de abril del año dos mil cuatro y ratificada en las oficinas centrales en Zapote, con la asistencia de los siguientes directivos:

Lic.   Gilberto Corella Quesada

Presidente 

MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

Licda. Rocío Cerdas Quesada


Tesorera

Licda. Iliana Arce Umaña 


Prosecretaria 
M.A.   Pablo Duncan Linch
   

Vocal II

Licda. Amira Suñol Ocampo


Vocal III

Lic.
  Fabio Léon Zárate             
Vocal IV   

Lic.   Carlos Sánchez Fernández    
Fiscal
AUSENTES CON JUSTIFICACIÓN:
Lic.   Alejandro López Mc Adam   

Vicepresidente

MSc.   Iván Salas Leitón
 


Vocal I

Licda. Patricia Madrigal  Cordero       Vocal V

FUNCIONARIOS ASISTENTES:

Lic. José Luis Meneses Rímola   Director Ejecutivo

Licda. Seidy Azofeifa Aguirre   Secretaria de Actas 

ARTICULO 1) Comprobación de quórum e inicio de sesión
El señor Presidente, Lic. Gilberto Corella Quesada, comprobado el quórum de ley, da inicio a la sesión ordinaria Nº 17-2004, con la presencia de los siguientes señores directivos:

MSc.   Grettel Ortiz Alvarez


Secretaria

M.A.   Pablo Duncan Linch
   

Vocal II

Lic.
  Fabio Léon Zárate             
Vocal IV   

Lic.   Carlos Sánchez Fernández    
Fiscal
ARTICULO 2) APROBACIÓN AGENDA DE PRESIDENCIA
El señor Presidente somete a consideración de los señores directivos el siguiente orden del día:

1.-  Comprobación de quórum e inicio de sesión

2.-  Aprobación Agenda Presidencia

3.-  Lectura y Aprobación del Acta

4.-  Correspondencia
5.-  Reglamento Autónomo del Colegio 
6.-  Audiencia/Jurado Calificador Alberto Brenes Córdoba
· Dr. Román Solís Zelaya

· MSc. Juan Carlos Montes de Oca

7.-  Informes breves de los señores directivos
· Licda. Rocío Cerdas – Semana del Abogado
8.- Asuntos de Fiscalía
9.-  Informes breves del Director Ejecutivo  
10.- ASUNTOS VARIOS

El Lic. Carlos Sánchez Fernández manifiesta que la Fiscalía ha elaborado un trabajo sobre las suspensiones de los abogados a solicitud de la Licda. Iliana Arce Umaña para la exposición que tiene que realizar en el mes de junio relacionado al tema de la ética, por lo que desea presentar el informe elaborado.
SE ACUERDA: 

Aprobar el orden del día presentado por el señor Presidente Lic. Gilberto Corella Quesada.
ARTICULO 3) LECTURA Y APROBACIÓN DEL ACTA ANTERIOR
Se da lectura del acta Nº 16-2004 celebrada el 22 de abril del 2004.

El M.A. Pablo Duncan Linch manifiesta con relación a la contratación directa 020-02-04 denominada “Servicio de Catering para el Colegio de Abogados de Costa Rica”, acuerdo 9.5., tomado la sesión anterior, que si bien es cierto la administración tiene que funcionar de acuerdo a sus mejores intereses y eso le permite un ámbito de discrecionalidad bastante amplio, le preocupa cuando en una contratación donde los criterios están claramente establecidos dos empresas participan libremente, una obtiene el mayor puntaje en el proceso licitatorio, y posteriormente de manera formal o informal se establecen criterios de valoración de las ofertas que no están estipulados en el cartel, por ejemplo una degustación de los bocadillos que se están ofreciendo, a uno solo de los oferentes que se entiende como criterio de selección.

El Lic. Gilberto Corella Quesada desea aclarar lo relacionado con esta contratación, porque en realidad la semana anterior, cuando se conoció el punto, a la Junta se le dio una mala información.

El M.A. Pablo Duncan Linch continúa indicando que no tiene ninguna relación ni nada en especial con las personas que están brindando el servicio de catering actualmente, sin embargo, estima que deja una sombra de duda cuando dos empresas participan, una obtiene el mejor puntaje y luego se le pide a la que obtuvo el menor puntaje una prueba adicional - y solo a esta- que no estaba contemplada en el cartel. Considera que se puede decir que por una decisión de la administración se escoge el precio más bajo, lo cual le parecería bien –aunque no votaría a favor- pero establecer un procedimiento que no está dentro de las normas del juego para valorar le parece que no es conveniente, se aparta de la legalidad, no es prudente.

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que en los documentos que se entregaron la semana anterior, en cuanto al desglose de costos se dice que las Hermanas Seravalli tienen un costo de entrada de ¢770.00, el almuerzo cuesta ¢2.380.00, el menú especial cuesta ¢2.900.00, y el costo del salonero por plato es de ¢533.00, lo que pasa es que como quedó planteado se hace un solo precio, tomando todo en cuenta. Sin embargo no está bien planteado, porque se debió hacer en dos columnas, la primera columna debía contener la entrada, el almuerzo y el salonero, y otra columna que debió tener los costos de la entrada, el menú especial y el salonero de ambas empresas, para así poder diferenciar el costo cuando se tiene un menú especial o cuando viene un almuerzo, como es regularmente lo que se trae. Indica que en ese momento no se advirtió el error, y lo único que valoraron es que cada plato cuesta ¢6.500.

Cuando se da cuenta del error, consultó con el Lic. Esteban Ocampo Zamora para le aclarar la situación, y el Lic. Ocampo procede a elaborar los siguientes cuadros:

	Precio Menú Especial

	Hermanas Seravalli

	Almendras
Catering Service


	Entradas
	 770.00
	Incluido en el menú principal

	Menú especial
	2.900.00
	1.864.14

	Salonero
	  533.33
	Incluido en el precio

	Total de precios promedios
	4.203.00
	1.864.14


	Precio de Almuerzos

	Hermanas Seravalli

	Almendras
Catering Service


	Entradas
	 770.00
	Incluido en el menú principal

	Almuerzos
	2.380.00
	2.749.20

	Salonero
	  533.33
	Incluido en el precio

	Total de precios promedios
	3.683.33
	2.749.20


Expresa el Lic. Gilberto Corella Quesada que en la información anterior se tiene cada uno de los costos de los platos de acuerdo con la realidad.

El M.A. Pablo Duncan Linch continúa insistiendo que la diferencia es el porcentaje en los costos, y si es así considera que puede haber una justificación para tomar una decisión en uno u otro sentido, pero lo que "no se vale", es hacer una prueba extracartelaria, no es prudente que haga una presentación la empresa que no obtuvo la mejor calificación de acuerdo a los puntos del cartel, y que después de la valoración del cartel, se incluya una degustación para otra empresa.

Considera que esto no se ve bien; o de una vez se decide que están valorando por el precio o se decide por el puntaje, pero no se puede decidir por una prueba que no está dentro del cartel. Sí considera que el Colegio si tiene la potestad de apartarse de la recomendación por el  mayor puntaje por razones de conveniencia y oportunidad para la institución. 

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que lo que el M.A. Pablo Duncan Linch está planteando de último es el tema central, pues se puede alegar que hay un elemento de valoración que no estaba dentro del cartel y que consecuentemente se está tomando en consideración.

El M.A. Pablo Duncan Linch sugiere que o bien se adjudica por precio invocando los mejores intereses para la administración o adjudican conforme está planteado en el cartel, que es lo que considera más prudente.

La MSc. Grettel Ortiz Alvarez desea plantear un recurso de revisión al acuerdo 9.5. del acta 16-2004, en el tanto que, después de que se ha hecho la aclaración de cuál es el desglose de costos del servicio que la empresa Hermanas Seravalli ofrece, el cual está errado en el acta, considera importante que antes de adjudicar se haga la aclaración correspondiente con la información correcta que está dando la Proveeduría del Colegio, para tomar la decisión de cual de las dos empresas se le va a hacer la adjudicación, y también considerando la observación que hace el M.A. Pablo Duncan Linch.

El Lic. Gilberto Corella Quesada indica que estuvo buscando información sobre las necesidades del Colegio en este campo y lo que regularmente se acostumbra pedir son almuerzos, el uso del menú especial es muy esporádico, porque hay una gran diferencia en el precio del menú especial de las Hermanas Seravalli que es de ¢4.203.33 y el de la empresa Almendras que está en ¢1.864.14 para una cantidad de 15 platos o más de 15, pero regularmente no se ocupa ese número, en cambio Seravalli ofrece ese precio para cualquier cantidad de personas. Lo que habría que valorar es el precio del almuerzo que es el de mayor consumo.

La MSc. Grettel Ortiz Alvarez mantiene su moción en el sentido de someter a consideración para que en posterior reunión la Comisión correspondiente revise esta contratación, porque la información está errada y por la situación que se ha presentado, y sean ellos los que recomienden cuál de las dos ofertas se ajusta más a los intereses de la institución.

El Lic. Gilberto Corella Quesada indica que en este momento están en el punto de la revisión del acta, por lo que sugiere que más adelante se tome el tema de esta contratación para tomar alguna decisión al respecto.

AL SER LAS DIECINUEVE HORAS INGRESAN A LA SALA DE SESIONES LAS LICENCIADAS ROCÍO CERDAS QUESADA E ILIANA ARCE UMAÑA.

Seguidamente se somete a votación el recurso de revisión contra el acuerdo 9.5. del acta Nº16-2004 presentado por el M.A. Pablo Duncan Linch, el cuál es acogido por los señores directivos, y se rechaza el recurso presentado por la MSc. Grettel Ortiz Alvarez.

El Lic. Carlos Sánchez Fernández sugiere que se aclare cuales son los alcances de la declaratoria con lugar del recurso de revisión

El Pablo Duncan Linch aclara que ya quizá no tiene sentido revisar el  acuerdo 9.5. de la sesión 16-2004, porque ya se dió la degustación, por lo que considera pertinente declarar desierta la licitación o bien adjudicar conforme está planteado en el cartel. Entre tanto, debería establecerse un contrato con la empresa que actualmente da el servicio.

SE ACUERDA:

Aprobar el acta Nº16-2004 celebrada el 22 de abril de 2004 con las observaciones hechas por los señores directivos. 

ARTICULO 4) AUDIENCIA AL TRIBUNAL CALIFICADOR DEL PREMIO ALBERTO BRENES CORDOBA.
Al ser las diecisiete horas con diez minutos ingresan a la sala de sesiones el Dr. Román Solís Zelaya y el MSc. Juan Carlos Montes de Oca, quienes junto con el MSc. Iván Salas Leitón que no se encuentra presente en este momento por razones laborales, son integrantes del Tribunal Calificador al Premio Alberto Brenes Córdoba.

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que el Tribunal fue invitado en cumplimiento del artículo 8 del Reglamento al Premio Alberto Brenes Córdoba, que establece: La decisión será comunicada en sobre cerrado a la Junta Directiva, para que ésta, en su última sesión del mes de abril respectivo, realice, en compañía del jurado dictaminador, la apertura del sobre que contiene los nombres de los autores de las obras premiadas y del sobre que identifica el seudónimo respectivo con el nombre del autor de la mejor obra inédita. En esa sesión, la Junta Directiva hará la declaratoria formal de los ganadores y ordenará remitirles una comunicación escrita, con la trascripción del acuerdo. Asimismo, la Junta Directiva ordenará publicar la declaratoria en un periódico de circulación nacional.

Continúa el Lic. Corella manifestando el agradecimiento de su parte y de toda la Junta Directiva, a don Román y a don Juan Carlos por el aporte que han dado a la Junta Directiva respecto a la elección para adjudicar el Premio Brenes Córdoba, pues considera que no puedo haber quedado en mejores manos está escogencia, en personas tan estudiosas y objetivas. Les agradece ese aporte al Colegio.
El Dr. Román Solís expresa que el agradecimiento a la Junta Directiva de parte del Jurado Calificador por haber tomado en cuenta sus nombres y nombrarlos como Tribunal para este Premio Alberto Brenes Córdoba, que es uno de los más importantes de la cultura jurídica nacional, que se concede al investigador jurídico para la promoción de la ciencia del Derecho en Costa Rica. Indica que el Tribunal se reunió en tres ocasiones diversas, valoraron las distintas obras y escogieron una de ellas. Seguidamente entregan dos sobres cerrados con el resultado de la calificación y el nombre del ganador.

AL SER LAS DIESICIETE HORAS DIEZ MINUTOS INGRESA LA LICDA. AMIRA SUÑOL OCAMPO.

La MSc. Grettel Ortiz Alvarez procede conforme al reglamento a abrir y leer la calificación del Tribunal Calificador integrado por el Dr. Román Solís Zelaya, MSc. Juan Carlos Montes de Oca, y el MSc. Iván Salas Leitón, determinándose que, en criterio del Tribunal, la mejor obra aportada al concurso es la que se titula “Tratado Breve de Derecho Agrario Comunitario e Internacional”, presentada bajo el seudónimo “NAPO” ,por ser una obra no solo bien fundamentada, con una profunda exégesis del derecho agrario comunitario, sino también por hacer un análisis comparado de derecho comunitario europeo que hoy en día inspira muchas nuevas legislaciones de avanzada, la cual puede servir inclusive como instrumento de consulta tanto en materia agraria como comunitaria.
Seguidamente, se procede a la apertura del sobre separado que contiene el nombre del autor de la obra aportada y su seudónimo, del cual resulta que el alias “NAPO” corresponde al Dr. Enrique Napoleón Ulate Chacón.

SE ACUERDA: 
a) Declarar ganador(a) del premio “Alberto Brenes Córdoba” correspondiente al año 2004 al Dr. Enrique Napoleón Ulate Chacón por su obra titulada “Tratado Breve de Derecho Agrario Comunitario e Internacional” y, en consecuencia, se le otorga la suma de quinientos mil colones, un pergamino alusivo y la autorización expresa para incluir el logotipo del Colegio de Abogados, así como la referencia al premio conferido, en cualquier impresión o reimpresión futura de la obra seleccionada que disponga hacer su autor.
b) Conforme al reglamento, entregar el premio en la ceremonia solemne que se llevará a cabo el día 19 de mayo de 2004 en conmemoración del día de San Ivo.
c) Remitir al premiado una copia del presente acuerdo, el cual se publicará además en un diario de circulación nacional.

d) Dar expresivas gracias por su trabajo y colaboración con el Colegio de Abogados. 

ACUERDO FIRME.
ARTICULO 5) CORRESPONDENCIA
5.1. Nota suscrita por la Licda. Nuria Murillo Salazar, donde manifiesta que actualmente se encuentra incapacitada para ejercer debido a que tiene cáncer. Esto la ha hecho caer en una situación económica bastante difícil, por lo que recurre al Colegio con el fin de que le brinden el apoyo. En cuanto a su estado de salud tiene un tumor madre en una mama, un tumor en el húmero, un tumor en vértebra y cáncer a nivel del sistema óseo. En febrero del 2003 se le detectó un tumor en la cabeza, el cual ha sido combatido con quimioterapia. Lo anterior lo demostrará con un historial que le será entregado por la CCSS el 14 de mayo. Debe viajar en bus varios días de la semana, de Guápiles a San José a citas para tratamiento y aplicación en quimioterapia. Tiene dos hijos, uno de ellos es autista. No tiene entradas económicas y está apunto de perder su casa, la cual tiene una hipoteca con un saldo de un millón ciento siete mil colones, la cual está a nombre de sus hijos, y fue adquirida soportando una hipoteca como parte del pago. Si ella faltara, el crédito con el banco no será cancelado con la póliza, debido a que la hipoteca fue constituida por la persona que le vendió la casa.

Por lo anterior solicita analizar la posibilidad de que el Colegio  entregue temporal y anticipadamente los dineros o beneficios que pudieran corresponderle como abogada, y se le exonere del pago de las cuotas a partir del mes de mayo del año en curso. Asimismo, solicita analizar la posibilidad de que el Colegio  envíe una nota al Banco de Costa Rica en Guápiles, dirigida a su gerente, Lic. Edwin González Mosquera, quien conoce el caso, con el fin de que no se le cobre judicialmente la deuda por unos cuatro meses, mientras gestiona de alguna forma el millón de colones para cancelar el saldo.

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que la semana anterior habían visto este caso y él se comprometió a hacerle una visita a doña Nuria el día de mañana, sin embargo, conversando con ella no los puede recibir porque tiene sesión de quimioterapia, por lo que la visita se pospuso para el próximo lunes 3 de mayo del 2004. En virtud de lo anterior sugiere que éstas solicitudes se dejen pendientes hasta que se haga la visita.

5.2.  El Lic. Carlos Vargas Durán, carné 6242, remite nota solicitando se le reestablezca en su condición de miembro activo del Colegio, a efecto de poder cumplir con los derechos y deberes que le correspondan. Fue suspendido voluntariamente en la sesión Nº 04-96 celebrada el 30 de enero de 1996.

El Lic. Gilberto Corella Quesada indica que en estos casos le giró instrucciones a la Dirección Ejecutiva para que antes de que la Junta Directiva conozca las solicitudes de suspensiones voluntarias y de reincorporaciones, se haga el estudio correspondiente, para que la Junta Directiva con base en ese análisis únicamente lo apruebe. En este caso, como no se ha hecho el estudio sugiere que se traslade a la Dirección Ejecutiva para ese efecto antes de tomar la decisión.
SE ACUERDA: 

Trasladar a la Dirección Ejecutiva la nota del Lic. Carlos Vargas Durán, para que haga el estudio correspondiente y posteriormente lo presente a la Junta Directiva para su aprobación.

5.3.  Nota suscrita por la Licda. Olga Irene Granados Porras, quien en representación del grupo de estudiantes de Guanacaste que recién aprobaron el curso de ética profesional, manifiesta que conocedores del deseo de descentralizar el Colegio de Abogados, solicitan se realice en dicha provincia el acto de incorporación, con lo cual se fortalecería la unión de los profesionales en Derecho de esa región y al mismo tiempo el Colegio  estaría cumpliendo con sus objetivos.
La Licda. Amira Suñol Ocampo manifiesta que antes de aprobar esta solicitud se debe revisar la Ley Orgánica del Colegio para determinar si existe alguna disposición en cuanto a la realización de los actos de incorporación para que únicamente se lleven a cabo en la sede Central, o si deja abierta la posibilidad de efectuarlos en otros lugares. 
La Licda. Iliana Arce Umaña sugiere que la nota se traslade al Departamento Legal para que rinda un informe a la Junta Directiva sobre el asunto.

SE ACUERDA: 

Trasladar la nota de la Licda. Olga Irene Granados Porras al Departamento Legal, para que proceda a informar a la Junta Directiva si la Ley Orgánica del Colegio prevé alguna disposición en cuanto a la realización de los actos de incorporación, en el sentido de que únicamente se realicen en la sede Central, o si deja abierta la posibilidad de efectuarlos en otros lugares

5.4. La señora Silvia Navarro Romanini remite el oficio 3473-04 mediante el cual comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión Nº19-04 celebrada el 16 de marzo del presente año. En dicho acuerdo se impuso al Lic. Sergio Elizondo Garófalo la sanción de cinco días multa, equivalente a treinta y nueve mil ochenta y tres colones con ochenta céntimos, que deberá pagar o depositar a la orden del Colegio de Abogados dentro de los tres días a partir de la firmeza de esta decisión, con las consecuencias de ley si no se cumpliere. Lo anterior obedece a que los jueces integrantes del Tribunal de Familia, al conocer en alzada el proceso abreviado de divorcio interpuesto por la señora Marta Nidia Gómez contra Santos Matarrita Gómez, dispusieron entre otros pronunciamientos, enviar copia certificada  del memorial visible a folio 93 por estimar “impropia la gestión del apelante dado que contiene términos groseros dirigidos a la autoridad judicial. El Lic. Elizondo Garófalo en la audiencia conferida manifestó que sí hizo expresiones fuertes, pero nada impropias ni denigrantes para la función judicial ni para los miembros del Tribunal de Familia. 

Dicho órgano consideró que las expresiones aludidas llevan a estimar que el Lic. Elizondo se hace acreedor de la sanción prevista en el artículo 218 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que estipula que las partes y sus abogados directores serán corregidos disciplinariamente, con cinco o veinte días multas cuando en los asuntos en que intervengan o con motivo de ellos, dentro o fuera de juicio, de palabra o por escrito, por correspondencia privada o por cualquier medio de comunicación colectiva, injurien o difamen a los tribunales o a los funcionarios judiciales, sin perjuicio de las responsabilidades penales correspondientes. 

En cuanto a la multa a imponer, con fundamento en el principio de proporcionalidad que exige una sanción acorde y objetiva con relación al procedimiento investigado, se es del criterio que lo justo es el extremo menor que son cinco días multas. De conformidad con el decreto Nº 31462-MSTT, publicado en la Gaceta Nº227 del 25 de noviembre del 2003, el salario mínimo de un licenciado universitario es de ¢234.503.00, de manera que el monto por los cinco días multa corresponde a ¢39.083.85, el cual deberá depositar a la orden del Colegio de Abogados dentro de los tres días siguientes a la firmeza de resolución. Conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su numeral 222 párrafo 2.
SE ACUERDA: 

Trasladar el oficio 3473-04 suscrito por la señora Silvia Navarro Romanini a la Fiscalía del Colegio, para que procedan como en derecho corresponde.
ARTICULO 6) REGLAMENTO AUTÓNOMO DEL COLEGIO DE ABOGADOS
El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que con relación al Reglamento Autónomo que fue aprobado en Asamblea General en el mes de febrero del 2004, ya se incluyeron las observaciones de carácter formal, pero no se ha publicado. Por lo anterior solicita que se ordene la publicación de dicho reglamento.
Los señores directivos lo aprueban.

SE ACUERDA: 

Girar instrucciones al Director Ejecutivo para que proceda a realizar la publicación del Reglamento Autónomo del Colegio de Abogados de Costa Rica.
ACUERDO FIRME.

ARTICULO 7) INFORME DE LA SEMANA DEL ABOGADO Y LA ABOGADA
La Licda. Rocío Cerdas Quesada informa que se ha seguido trabajando en la organización de la Semana del Abogado y la Abogada, prácticamente ya se tienen los cuatro programas listos, el académico, cultural, deportivo y el programa de la salud. Indica que para la próxima semana estarán presentando el programa absolutamente terminado.

Los montos por patrocinios están llegando a un millón de colones con posibilidades de que suban aún más. La papelería está prácticamente lista, con invitaciones específicas para las diferentes actividades, por ejemplo a los agremiados que cumplen 25 y 50 años se les está haciendo una invitación exclusiva para el evento en el que van a participar. También se va a hacer un almuerzo para todos los profesionales que hayan hecho aportes importantes a las ciencias jurídicas y al Colegio de Abogados en todo sentido.
Se ha seguido trabajando en todo lo que es papelería con un aspecto mucho más personalizado y más cálido.

También se envió una carta a Holterman y Compañía para solicitarles si podían hacer algún obsequio para esta semana del Abogado, y ellos obsequiaran el brindis completo de la inauguración, donde se va a llevar a cabo la apertura de la exposición de pintura, además lograron negociar un acuerdo de intenciones con esta compañía que es importadora masiva de vinos, en el sentido que Holterman para todas las actividades a lo largo de los últimos dos años, va a reconocer al Colegio un 10% de descuento sobre la compra de vinos, pero además sobre ese producto que ya tiene un 10% va acumular otro 10%, de tal suerte que se va a tener un 20% de descuento, 10% que se va a reflejar en precios y el otro 10% se va a reflejar en botellas que van a ser obsequios sin precio alguno.
Señala que existe un problema con la Nissan, pues el convenio que se firmó el año anterior que consiste en que ellos van a dar unos precios de descuentos para todos aquellos colegiados que adquieran vehículos de su marca, pero no incluyó el monto del patrocinio. El año anterior ellos dieron ¢600.000 que lo hicieron en pago de recibos,  pero les fue muy mal en la venta de productos, por lo que este año no quieren venir y van a tener un carro en exhibición solamente viernes y sábado; probablemente esto les generó que ya no quieren ayudar con la misma solvencia del año anterior. Se les hizo llegar una solicitud de patrocinio por un millón trescientos mil colones, y han recibido una carta en la cual dicen que van a patrocinar con ¢355.000, pero a cambio están pidiendo que todas las invitaciones y volantes que ellos van a patrocinar tengan una leyenda que diga: “señor abogado, recuerde que tiene un trato preferencial en la compra de su Nissan, (números de teléfono). Impresión cortesía de la agencia. Considera que esa frase es imposible ponerla en una invitación y si la colaboración está supeditada a esa frase, le parece que es peyorativo para este Colegio, porque ya se han suscrito convenios de patrocinios de hasta cuatrocientos mil colones y lo único que están dando es un stand donde pueden participar. Señala que es su posición personal, por supuesto, la Junta Directiva puede tomar la decisión que quiera.

En términos generales la Semana del Abogado sigue avanzando rauda y veloz, ya se tiene un logo para la Semana de la Salud, que siempre va a estar acompañado del logo del Colegio.

La Licda. Amira Suñol Ocampo indica que muchos agremiados no conocen el convenio que existe con la Nissan, y lo que se ocurrió el año anterior fue un malentendido, porque ellos hicieron ese descuento y a cambio se les iba poner una manta encima del rancho promocionando pero no se hizo, entonces las personas no se dieron cuenta que el convenio existe.
Sugiere que se les proponga que en lugar de las invitaciones se coloque una manta en las instalaciones del Colegio de Abogados promocionando el convenio, con lo cual la Licda. Cerdas está de acuerdo.
SE ACUERDA: 

Autorizar a la Licda. Rocío Cerdas Quesada para que se comunique con la empresa Nissan y le indique que en lugar de las invitaciones que están solicitando, se propone hacer una manta de patrocinio. Asimismo se autoriza a la Licda. Cerdas para que vuelva a renegociar con dicha empresa el monto del patrocinio.

ARTICULO 8)INFORMES DE LOS SEÑORES DIRECTIVOS
8.1. Informe de la señora Tesorera, Licda. Rocío Cerdas Quesada.

8.1.1. La Licda. Rocío Cerdas Quesada manifiesta que en razón de una actividad que se realizó en el Colegio el viernes pasado, desea hacer una excitativa a la Junta Directiva para que a partir de esta fecha las instalaciones del Colegio no se presten para actividades relacionadas con el TLC, hasta que el Colegio finalice el estudio que está haciendo sobre el tema.
El M.A. Pablo Duncan Linch considera que debería aplicarse un criterio diferente en estos casos, sobre realmente cuáles actividades apoya el Colegio prestando el auditorio y en cuáles se puede distanciar, pues en el Colegio se realizan actividades de todo tipo, no podría solo prestar las instalaciones para eventos que según el criterio del Colegio estén bien organizados, pero si se puede analizar si existe algún criterio que se pueda establecer para el préstamo de las instalaciones.

La Licda. Amira Suñol Ocampo sugiere que cuando soliciten el préstamo de las instalaciones del Colegio se les prevenga que den el brochure de la actividad, quien la va a coordinar, etc., 

El Lic. Fabio León Zárate indica que no está de acuerdo en cerrarse totalmente y decir que no se preste el auditorio para determinadas actividades, como en este caso el Tratado de Libre Comercio, porque es un asunto de mucho interés y el Colegio no podría, teniendo instalaciones apropiadas para estas actividades, cerrarse, y prestar dependiendo del tema y la actividad, no le parece apropiado. Sugiere que la Junta Administradora analice cada caso concreto y no cerrarse. 

En cuanto al tema del Tratado de Libre Comercio, un abogado en San Carlos le hizo el comentario en el sentido si el Colegio  iba a tomar alguna determinada posición con respecto al Tratado. Se debe analizar cuál es el momento oportuno para hacerlo, se debe ir madurando la idea, pero estima que el Colegio debe tomar alguna posición, algunas pueden estar a favor, otros en contra, hay muchos aspectos rescatables así como opciones,  hay gente comprometida de manera muy nacionalista, muy patriótica y objetiva, de modo que estos son aspectos que considera se deben ir manejando y es ineludible que se tenga a nivel de Junta Directiva, guía de la sociedad costarricense y en representación de todos los abogados, emitir opinión sobre este tema.
La Licda. Amira Suñol Ocampo considera que la posición actual de las personas es mucho más favorable, porque a la Junta Directiva anterior le tocó defender la posición patriótica porque se estaba ante un convenio que no tenía texto, realmente era un problema porque nadie podía analizarlo, y esa fue la primera defensa que se hizo, y le correspondió a don Manuel Amador y a su persona hacerlo en la Asamblea Legislativa, después que don Luis Ramírez pidió colaboración porque se iba a hacer una comisión académica en la Asamblea, conformada por diferentes grupos, por lo que se tenía una gran cantidad de temas, y de ahí salió un documento. En ese momento el gobierno decía sí al TLC, muchas personas no querían pronunciarse porque el gobierno apoyaba el TLC, pero cuando don Abel dice que él nunca ha dicho que el gobierno está de acuerdo con el TLC la situación cambia, las cosas han ido variando. 
Indica que en el primer momento a través del Dr. Amador y su persona y de la Asamblea de Trabajadores del Banco Popular se pronunciaron en contra, porque era una responsabilidad para cualquiera hablar de un convenio que no tenía texto. Considera que como Colegio les toca rescatar la competencia que tienen de encargarse del proyecto, la Asamblea Legislativa tiene varios años de que envía los proyectos al Colegio solo cuando le interesa, pero el Colegio tiene la capacidad de emitir un criterio técnico jurídico, de poder dictaminar los proyectos, es un trabajo que debe tener el Colegio de Abogados, y se debe tener gente permanente en cada rama del Derecho. Está de acuerdo con las expresiones de don Fabio en el sentido de que prestar las instalaciones es una colaboración a la comunidad, además la solicitud de préstamos no llega a la Junta Directiva, pero entonces se tendría que retomar el tema para ver cómo se están prestando las instalaciones. Sí cree que la función más importante del Colegio  es que la Asamblea les consulte.
El M.A. Pablo Duncan Linch considera que debe estudiarse cada caso en concreto y si la Junta Directiva no es la que está tomando esa decisión, tiene que hacerse la excitativa a la Junta Administradora, pues el problema puede ser que no se está haciendo el estudio del caso en concreto porque no ha existido ese criterio de hacerlo. Sin embargo, considera que a partir de este debate sí debe existir una excitativa a la Junta Administradora para que continúen fiscalizando un poco las actividades que se realizan en el Colegio, y tener cuidado sobre algunos temas. 

Es cierto lo que dice doña Amira, hubo un documento que fue serio en algunos de los campos, y eso le lleva a la reflexión de lo que tiene que hacer la Junta Directiva como Colegio de Abogados, cree que no es un grupo de presión, que es un grupo de interés eminentemente académico, técnico y profesional, existen intereses de carácter gremial que están amparados a la realidad de que son un grupo profesional. En ese sentido no se debe opinar sobre todo, ni tienen que decir todo sobre lo que tienen que opinar, considera que no hay que aprovechar cada oportunidad que se abra para salir diciendo algo, y en los casos en los que se tiene que decir algo, se tiene que hablar como Colegio de Abogados porque se está representando un grupo de personas, pero también no deben dejarse llevar por el debate de poca profundidad porque no les queda bien como Colegio de Abogados. Le parece que lo que don Fabio está planteando para llegar a una opinión del Colegio  es el camino correcto, pero aún cuando tengan que dar esa opinión tienen que dar la que les compete, no si están a favor o en contra de un TLC, sino analizar por ejemplo los roces constitucionales que tendría la implementación de un Tratado de este tipo, etc., ese tipo de cosas que son como resorte de lo que se tiene que opinar.
La Licda. Iliana Arce Umaña manifiesta que se deben dar lineamientos ya sea a la Junta Administradora o a quien corresponda, sobre todo en este caso. El hecho de que se deje la discusión del TLC abierta incluso hasta se puede volver complicado, porque a la hora que se haga el taller técnico donde van a llegar a discutir los profesionales, ya se habrían dado otro tipo de actividades en el Colegio donde posiblemente un tema que tiene tantas opiniones puede complicar más el asunto, y hasta se puede perder credibilidad. Indica que ella siendo parte de la Comisión que está analizando el tema del TLC, pediría que lo que es ese tema, la Junta Administradora o a quien le compete, analice muy bien y tome en cuenta estas preocupaciones de los miembros de la Junta Directiva.
El Lic. Gilberto Corella Quesada sugiere que no se impida el préstamo de las instalaciones del Colegio  para este tema, pero sí que den los lineamientos a la Junta Administradora para que analicen cada caso concreto en cuanto al préstamo del auditorio.

El M.A. Pablo Duncan Linch estima que se le puede pedir a la Junta Administradora que remitan los lineamientos que están aplicando para autorizar las solicitudes préstamos de las instalaciones del Colegio, y que sean analizadas por la Junta Directiva para ver si es conveniente crear una norma muy abierta para que quede mucho a la discreción del que va a realizar el análisis de la actividad, o sino más bien tomar unas normas un poquito más cerradas para tomar decisiones, y que ellos sigan adelante con los criterios unificados. 

Los señores directivos deliberan sobre el tema y deciden tomar un acuerdo en el sentido de que la Junta Administradora sea la única encargada del préstamo y el alquiler de las instalaciones del Colegio de Abogados, y solicitarles que la Junta Administradora establezca algunos lineamientos para el préstamo de las instalaciones y se los hagan saber a la Junta Directiva, sin defecto que la Junta Directiva en casos justificados pueda intervenir y tomar una decisión sobre el asunto.
SE ACUERDA: 

a.- Girar instrucciones a la Junta Administradora, para que sea la única encargada del préstamo y el alquiler de las instalaciones del Colegio de Abogados, sin defecto que la Junta Directiva en casos justificados, pueda intervenir y tomar una decisión sobre el asunto.

b.- Solicitar a la Junta Administradora establezca los lineamientos para el préstamo de las instalaciones del Colegio  y los comuniquen a la Junta Directiva.

8.1.2. La Licda. Rocío Cerdas Quesada informa que en Junta Administradora se está analizando un proyecto llamado “Programa Infantil en Artes y Letras”, es un proyecto que están realizando don Manuel Alvarado, don Adonay Arrieta y doña Adriana Rojas. Está dirigido a hacer una labor social del Colegio frente a la ciudadanía, permitiéndole a los hijos y las hijas de los colegiados y las colegiadas que participen en un evento que está organizando el Museo del Niño con el Banco de Costa Rica, que tiende a promover la participación de estos niños en actividades culturales que los fortalezcan como personas sensibles y solidarias al prójimo. La idea es que los hijos de los abogados participen en estas actividades los sábados en las instalaciones del Colegio, para que vayan a una final que se realizará el 9 de setiembre en el Museo del Niño. Para el día 30 de mayo van a presentar un manual jurídico sobre el procedimiento para este concurso. Por el momento querían que la Junta Directiva esté enterada del proyecto y que se les autorice a buscar patrocinios para el Colegio, para obras de bien social.

El Lic. Gilberto Corella Quesada sugiere que se coloque la información en la página web del Colegio para aquellos agremiados que deseen participar.

La Licda. Iliana Arce Umaña indica que la parece muy importante este proyecto, y sugiere que como dentro de la semana del Abogado y la Abogada va a estar un stand propio del Colegio dando información, que sea aprovechado para que se distribuya la información sobre el programa, incluso en las charlas  académicas que se van a dar se puede aprovechar para dar algún tipo de información.

SE ACUERDA: 

a.- Autorizar a la Junta Administradora para que procedan a buscar patrocinios para el proyecto llamado “Programa Infantil en Artes y Letras”.
b.- Comunicar a la Junta Administradora que se les autoriza para que en la Semana del Abogado y la Abogada, realicen la divulgación de este proyecto.

8.2. Informe de la señora Secretaria, MSc. Grettel Ortiz Alvarez.
La MSc. Grettel Ortiz Alvarez indica que con relación al tema de la Semana del Abogado y la Abogada, en una conversación con la Licda. Mayela Guillén Garro, ella le dijo que los rubros que están comprometidos para la presentación de las actividades deben ser de conocimiento y aprobación de la Junta Directiva. Señala que los montos que había dado en la anterior sesión se mantienen, en el sentido de que siempre se tiene la presentación del grupo Tierra y Cosecha por doscientos cincuenta mil colones, la actividad de Tango que se va a hacer el martes 18 con un costo aproximado de trescientos mil colones, y veinte mil colones la actividad de poesía y declamación, de tal suerte que los costos de las actividades culturales son menos de los setecientos cincuenta mil colones aprobados, con el convenio de que en la actividad de la declamación y la poesía, lo que es el monto por repostería se va a cubrir por los miembros de la Comisión, y el Colegio ofrezca un refresco. También se requiere la compra de unos pergaminos que se van a entregar. Por lo anterior solicita que se confirme que el gasto se mantiene siempre en menos de setecientos cincuenta mil colones.

El Lic. José Luis Meneses Rímola manifiesta que en el acuerdo que se tomó la semana anterior se redondeó el presupuesto para las actividades culturales a ochocientos mil colones, por lo que sugiere que se aclare que ese dinero se va a tomar de la partida presupuestaria de Actividades Culturales.
SE ACUERDA: 

Aclarar que del presupuesto de la Semana del Abogado y de la Abogada, la suma de ochocientos mil colones que se va a dedicar a las actividades culturales, se van a tomar de la partida presupuestaria “Actividades Culturales”.

AL SER LAS VEINTE HORAS CUARENTA MINUTOS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES LA MSc. GRETTEL ORTIZ ALVAREZ.

8.3. Informe de la señora Vocal III, Licda. Amira Suñol Ocampo.
La Licda. Amira Suñol Ocampo entrega a los señores directivos copia del Reglamento de Uso, Cuido y Conservación de los inmuebles del Colegio en Zonas Rurales, con la finalidad de que lo estudien, hagan las observaciones del caso y posteriormente se apruebe.

SE ACUERDA: 

Tener por recibido el Reglamento de Uso, Cuido y Conservación de los inmuebles del Colegio en Zonas Rurales, presentado por la Licda. Amira Suñol Ocampo el cual será analizado en una próxima sesión.

8.4. Informe de la señora Prosecretaria, Licda. Iliana Arce Umaña.

8.4.1. La Licda. Iliana Arce Umaña informa que las Comisiones que están analizando el tema del Tratado de Libre Comercio siguen trabajando, y se ha fijado la fecha del 24 de mayo como la entrega del informe por parte de cada comisión.
8.4.2. Informa la señora Prosecretaria que asistió a la Comisión de Enlace de la Contraloría de Servicios de la Corte. Hizo la propuesta que como representante del Colegio consideraba importante incluir en ese tema la atención en los despachos judiciales a los abogados litigantes, porque hay muchos despachos judiciales que han disminuido mucho la atención a los litigantes en cuanto a los horarios. También hablaron de la necesidad de que el litigante tuviera información de lo que es el directorio interno de la Corte. La Comisión acogió ambas propuestas, por lo que se va a tomar como tema de trabajo la atención al litigante, así como la propuesta del directorio telefónico, el cual se va a facilitar y ver como el Colegio puede incluirlo en internet para darle esa facilidad del Abogado.
En otro orden de ideas, indica que en la Federación de Colegios Profesionales hace un mes se le había designado en la Comisión para analizar el examen de incorporación en los Colegios Profesionales, de acuerdo al proyecto de ley presentado en la Asamblea Legislativa. El día de hoy tuvo una reunión con el representante del Consejo Universitario que está coordinando esta comisión y se tomó la decisión de volver a rescatar el proyecto y ver de que manera se vuelve a reactivar el tema del examen de incorporación en todos los colegios profesionales.

8.5. Informe del señor Fiscal, Lic. Carlos Sánchez Fernández.
El Lic. Carlos Sánchez Fernández se refiere al artículo 8.1. de la sesión anterior, con base en un recordatorio que le hizo la Licda. Iliana Arce Umaña respecto de una información que le solicitara  para una conferencia que tiene que dar el mes próximo. Señala que el trabajo solicitado está concluido, es un trabajo serio, delicado y que ha comprendido bastantes horas de trabajo; se hicieron unos cuadros comparativos donde se incluye la información del estado de los expedientes, se hizo un estudio de los expedientes de los años 2001 a 2004. Le indica a la Licda. Iliana Arce Umaña que la información vía electrónica está disponible con el Lic. Juan Carlos Campos.
La Licda. Iliana Arce Umaña agradece a la Fiscalía el trabajo elaborado, porque es un apoyo muy importante para la charla que tiene dar.

Los señores directivos le solicitan al señor Fiscal que les distribuya copia de ese informe a todos.
8.6. Informe del señor Presidente, Lic. Gilberto Corella Quesada.
8.6.1. Informa el señor Presidente que los representantes del Colegio ante la Junta Administrativa del Registro Nacional ya empezaron a trabajar en el proyecto de creación de la oficina regional del Registro en el Colegio de Abogados, para que los abogados puedan venir a hacer trámites, el cual va a ser planteado ante esa Junta Directiva, e igualmente se está trabajando en el proyecto para establecer una oficina del Colegio en el Registro.
La Licda. Iliana Arce Umaña indica que actualmente existe un espacio para que los abogados lo utilicen, y tienen muy buena ubicación, por lo que sugiere que el Colegio utilice ese espacio y lo acondicione.
8.6.2. Expresa el señor Presidente, que en los trabajos que se están haciendo del TLC en sedes regionales -el próximo será el 14 de mayo a las cuatro de la tarde en Grecia- se ha presentado el problema que para las presentaciones se está trabajando con una computadora personal que es prestada, por lo que solicita autorización de la Junta Directiva para comprar una computadora personal que sea utilizada en estos talleres que se están haciendo a nivel nacional.
La Licda. Rocío Cerdas Quesada sugiere que para esta adquisición se analice la figura del leasing también, porque el equipo no se envejece.
SE ACUERDA: 

Girar instrucciones a la Dirección Ejecutiva para que inicie los trámites correspondientes para la adquisición de una computadora personal para el Colegio, la cual será utilizada para los diversos talleres que se realicen a nivel nacional, la que quedará bajo la custodia de la Dirección Académica del Colegio.
8.6.3. El Lic. Gilberto Corella Quesada indica que según comentarios que ha escuchado de algunos abogados y amigos suyos con respecto a los actos de graduación, éstos son muy fríos, no hay un pequeño acto de bienvenida para los recién incorporados. Considera que los actos de incorporación deben cambiar, puede ser el hacer una manta de bienvenida, y también se debe pensar cómo, sin que implique un costo para el Colegio, y estableciendo un costo bajo para los incorporados, hacer una pequeña actividad con vino y bocadillos por ejemplo, que compartan con los miembros de la Junta Directiva, conozcan el Colegio y que exista ese calor humano que ahorita está haciendo falta.

El M.A. Pablo Duncan Linch señala que el Colegio debe adaptarse a los cambios, el profesional en Derecho que se está graduando es de clase media hacia abajo, lo que implica que muchas personas celebran su incorporación de una forma un poco diferente a lo que antes se acostumbraba, por lo que ante esa realidad el Colegio tiene que responder, darles la posibilidad de que elijan. Señala que se puede probar, hacer un plan piloto quizás pensar en un almuerzo o una cena.

El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que la idea es que esta actividad que se realice sea voluntaria, que el pago de ese monto adicional sea solo para las personas que deseen quedarse en el Colegio, es optativo. Como bien lo indicó don Pablo se puede iniciar con un plan piloto.
La Licda. Iliana Arce expresa que no le parece conveniente que sea optativo, sino más bien integrar dentro del programa un brindis, que sea algo rápido como parte del programa, incluso en el lobby, para que todos participen pues hay personas que tienen otras actividades con su familia, y talvez fijar un monto mínimo para cubrir el costo.
El M.A. Pablo Duncan Linch manifiesta que ese sería un gasto más para personas que apenas se están graduando, debe verse como algo que el Colegio tiene que invertir, tomar esa decisión.

El Lic. Fabio León Zárate sugiere que se converse con el concesionario del Restaurante del Colegio, para que analice la posibilidad de brindar el servicio los días que se realicen incorporaciones en el Colegio, a lo cual el señor Presidente responde que él se encargará de hacerlo.

Los señores directivos deliberan sobre el tema y deciden iniciar un plan piloto en el sentido de introducir en el programa del acto de incorporación un brindis al finalizar la actividad, el cual correrá por cuenta del Colegio. Asimismo le solicitan al Lic. José Luis Meneses Rímola que realice un informe que contenga el aproximado de personas que se incorporan así como los gastos que ello implicaría.

SE ACUERDA: 

a.- Iniciar un plan piloto en el sentido de introducir en el programa del acto de incorporación del Colegio de Abogados, la realización de un brindis al finalizar la actividad cuyos costos correrán por cuenta del Colegio, para lo cual se comisiona a la Dirección Ejecutiva para que tome las medidas correspondientes.

b.- Solicitar al Lic. José Luis Meneses Rímola que realice un informe que contenga el aproximado de personas que se incorporan así como los gastos que ello implicaría.
8.6.4. Con relación al terreno del Colegio de Abogados en San Carlos, manifiesta el señor Presidente que está pendiente la decisión de arrendar el terreno o si se mantenía sin ninguna utilidad. El día de ayer en San Carlos conversaron sobre el tema y los abogados de la zona están de acuerdo en arrendarlo para que le den mantenimiento, cuiden las cercas y que la persona a la que se le arrienda pueda tener en el terreno hasta un máximo de 10 animales estabulados. En el momento en que el Colegio quiera utilizar el terreno se le daría un plazo de dos meses a esta persona para que lo desocupe.
El Lic. José Luis Meneses Rímola informa que la semana anterior conversó con la persona interesada en que el terreno se le arriende y le dijo que es importante que el Colegio le de las cercas arregladas, a lo que el Lic. Gilberto Corella Quesada indica que está cambiando las reglas del juego, por lo que gira instrucciones al Lic. José Luis Meneses Rímola para que lo llame y le indique que él tiene que arreglar las cercas.

El Lic. Fabio León Zárate manifiesta que no está de acuerdo en arrendar el terreno porque considera que eso es potestad de las personas que integran las Juntas Directivas de cada región, en este caso concreto San Carlos, porque cómo es posible que después de diez años de tener un inmueble del Colegio sin uso, a estas alturas no se hayan organizado para mantenerlo limpio, y lo que se está proponiendo es meter ganado.
El Lic. Gilberto Corella Quesada manifiesta que él está de acuerdo en que esto se haga, es casi como una compensación, porque si se tiene una propiedad como ésta, es importante que los vecinos estén en buena armonía con el Colegio porque más bien ayudan a proteger el inmueble. Por lo anterior somete a votación la moción para que se alquile la propiedad del Colegio en San Carlos.

Sometida a votación la moción del Lic. Gilberto Corella Quesada se obtienen cuatro votos a favor y tres en contra de la Licda. Amira Suñol, el M.A. Pablo Duncan Linch y el Lic. Fabio León Zárate.

SE ACUERDA: 

Autorizar el arrendamiento del inmueble que tiene el Colegio de Abogados en  la zona de San Carlos al señor Antonio Espinoza Romero, para lo cual se comisiona a la Asesora Legal del Colegio de Abogados a elaborar el contrato respectivo.
ARTICULO 9) ASUNTOS VARIOS

9.1. Asuntos Varios presentados por el Lic. Fabio León Zárate.
El Lic. Fabio León Zárate manifiesta que le inquietan mucho las palabras del M.A. Pablo Duncan Linch al inicio de la sesión, pues dijo que le preocupa que el día viernes a primera hora lo estaban llamando personas, consultándole sobre asuntos que se habían conocido durante la sesión del jueves. Eso le preocupa mucho pues hay asuntos que ni tan siquiera están en firme. Solicita al M.A. Pablo Duncan Linch que aclare sus palabras. Indica que confía en la Secretaria de Actas, y también confiesa que a él nunca lo llaman. Sugiere que se investigue un poco el canal de esa fuga de información y con qué frecuencia sucede.
El M.A. Pablo Duncan Linch manifiesta que esto no sucede con mucha frecuencia pero está pasando, además está seguro de que en muchos casos la fuente primaria de esa fuga de información forma parte de la Junta Directiva.

Seguidamente se produce una amplia discusión del tema y los señores directivos deciden retomar el tema en la próxima sesión, para analizarlo un poco más y ver cómo se puede mejorar esa situación.
9.2. Asuntos Varios presentados por la Licda. Rocío Cerdas Quesada.

La Licda. Rocío Cerdas manifiesta que en coordinación con la Licda. Iliana Arce y el M.A. Pablo Duncan Linch, presentan una moción para que se declare desierta la contratación directa 020-02-04 denominada “Servicio de Catering para el Colegio de Abogados de Costa Rica”, por razones de conveniencia y oportunidad y abrir un proceso de licitación pública, y que prorrogue por dos meses más el contrato con la empresa Hermanas Seravalli  mientras se hace el procedimiento.
Los señores directivos aprueban la moción, en el sentido de declarar desierta la licitación y prorrogar el contrato por dos meses más con la empresa Hermanas Seravalli. Ordenan que la Asesora Legal le de la fundamentación debida.

SE ACUERDA: 

a.- Declarar desierta la contratación directa 020-02-04 denominada “Servicio de Catering para el Colegio de Abogados de Costa Rica”, por razones de conveniencia y oportunidad para el Colegio de Abogados de Costa Rica, para lo cual se comisiona a la Asesoría Legal del Colegio de Abogados para que le de la fundamentación correspondiente.

b.- Ordenar a la Proveeduría del Colegio de Abogados que abra un proceso de licitación pública para la contratación del servicio de catering.

c.- Prorrogar el contrato con la empresa Hermanas Seravalli  por dos meses, mientras se hace el procedimiento.
Los señores directivos hacen la sugerencia al Lic. José Luis Meneses Rímola que se capacite al personal que está relacionado con el tema de contrataciones administrativas, porque se deben resolver los problemas que se están presentando.

La Licda. Amira Suñol sugiere que se converse con las personas que participan en las licitaciones y se les haga ver las cosas en las que están fallando para que se puedan corregir. Indica que ella puede conversar con dichas personas y señalarles los errores.
AL SER VEINTIUN HORAS CUARENTA MINUTOS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES LA LICDA. ILIANA ARCE.
ARTICULO 10) INFORME DE FISCALÍA

10.1. Expediente número 514-02 
Denunciado: Lic. Jorge Danilo Arrieta Guzmán
Denunciante: Melvin Masís Masís
Recurso de revocatoria establecido por el denunciado en contra del acto final, acuerdo 5.18 de la sesión ordinaria 05-04 del 29 de enero del 2004, mediante el cual se le impuso la sanción disciplinaria de tres meses de suspensión.

En su recurso el denunciado alega: 1) prescripción de los hechos; 2) falta de fundamentación jurídica en cuanto al uso de la discrecionalidad en la imposición de la sanción; 3) violación al derecho del trabajo; y 4) violación al principio de doble instancia.

Ninguno de los referidos motivos tienen sustento jurídico: La prescripción no se ha operado (los hechos ocurrieron en febrero del 2002 y la denuncia se planteó en setiembre del mismo año). En cuanto a la sanción, en su momento se cuantificó en el tanto impuesto en razón del perjuicio irrogado. Las otras alegaciones ya han sido analizadas y rechazadas en la jurisdicción constitucional.

POR TANTO:

Se rechaza el recurso y se mantiene el acto final, dándose por agotada la vía administrativa.

10.2. Expediente número 169-03
Denunciado: Lic. Rodolfo Alvarado Moreno
Denunciante: Roberto Cabañas Bolaños
Recurso de revocatoria planteado por el denunciante en contra del acuerdo 6.39 de la sesión 42-03 del 30 de octubre del 2003, mediante el cual se dispuso el archivo del expediente.

Ninguno de los argumentos aducidos por el abogado sancionado tienen asidero en prueba alguna ni existe razón ni fundamento legal para revocar el acto final, el que se mantiene.

Ninguno de los alegatos del recurrente tienen la virtud de revertir la decisión tomada. Se estima que el acto final fue dictado conforme al mérito de los autos y que no existe fundamento legal para revocarlo.

POR TANTO:

Se rechaza el recurso confirmándose el acto final y se da por agotada la vía administrativa.

10.3. Expediente número 209-03
Denunciado: Licdos. Alicia González Chaves, Herbert Ulloa Salas y Shirley Fernández Cabalceta
Denunciante: Margarita González Sancho
Se demostró lo siguiente: Que el 18 de julio del 2002, a los 7 días de fallecido el esposo de la quejosa, de quien la Licenciada González Chaves es su sobrina, ésta se presentó a su casa llevando consigo un escrito de solicitud de apertura del sucesorio judicial, el que el mismo día se presenta al Juzgado Civil correspondiente. Dos días después por medio de consejo legal que recibe la señora González Sancho, esta decide tramitar el sucesorio en sede notarial por medio de otro profesional, para lo cual tanto esta como la denunciante le solicitan a la Licenciada González desistir del proceso judicial, negándose a hacerlo ante lo cual en el mismo acto y por el mismo medio doña Margarita decide solicitarle su renuncia y el 22 del mismo mes, la denunciante solicita el archivo definitivo del proceso sucesorio judicial, a la vez que solicita girar los honorarios correspondientes; haciéndose caso omiso a la petición de renuncia el 30 de ese mes, se retira el edicto luego de retirado el edicto la Licenciada González Chaves en compañía del Licenciado Ulloa Salas se trasladaron a la casa de Margarita González Sancho, para que esta firmara el escrito de aceptación de albacea a lo que se niega, y al día siguiente se paga el entero para su publicación, al tiempo que se deposita en la cuenta del Juzgado Civil de Nicoya la suma de quince mil colones prevenidos como honorarios del perito. Que el Licenciado Herbert Ulloa Salas autenticó la firma de la denunciante puesta en el escrito inicial de apertura del proceso sucesorio judicial, sin que ella firmara en su presencia y sin que a la data de tal acto hubiere negociado personal y directamente con ella la dirección de ese asunto, pues ni siquiera se conocían. Que ambos abogados en escrito de fecha 14 de agosto del 2002 presentaron incidente de cobro de honorarios dentro del referido proceso sucesorio, adjuntando con su gestión un contrato de servicios profesionales suscritos por ellos y la señora Margarita González Sancho, el cual lleva como fecha la misma del escrito inicial de apertura de la sucesión, siendo autenticado por la Licenciada Shirley Fernández Cabalceta a solicitud de sus colegas, sin que dicha autenticación fuere puesta en presencia de la señora González Sancho ni a pedido suyo.

De lo anterior se concluye que la Licenciada González Chaves se negó a renunciar a la dirección del proceso cuando se le pidió, y más bien, para tratar de acrecentar o justificar un cobro de honorarios, realizó otras gestiones luego de pedida la renuncia. Los Licenciados Ulloa Salas y Fernández Cabalceta autenticaron, firmas no puestas en su presencia. 

POR TANTO:

Se declara con lugar la queja y se impone a la Licenciada Alicia González Cháves la sanción de tres meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. A los Licenciados Herbert Ulloa Salas y Shirley Fernández Cabalceta se les impone a cada uno de ellos la sanción de dos meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. 

10.4. Expediente número 214-03
Denunciado: Lic. Rafael López Gutiérrez
Denunciante: Natalia Decastro González
Denunció la señora Decastro González que con motivo de encontrarse en el país (es colombiana) realizando trabajos de voluntariado en proyectos de investigación con tortugas marinas, en setiembre del 2002, contrató al Licenciado López Gutiérrez para los trámites de permanencia temporal ante la Dirección General de Migración y Extranjería, para lo cual le entregó ciento veinticinco dólares de un total de doscientos que le cobró, quedando en darle el saldo posteriormente así como de enviarle los documentos complementarios requeridos, los que envió pero el abogado no los recogió del lugar convenido; que luego le fue imposible localizar al abogado, y al consultar en dicha Dirección pudo corroborar que el abogado había presentado su solicitud en forma errónea, puesto que solicitó un permiso de trabajo cuando lo requerido era de permanencia solamente.

Al abogado denunciado no se le localizó por lo que la notificación se hizo por edictos, sin que compareciera al proceso.

Convocadas las partes a la comparecencia oral y privada ninguna de ellas se presentó y no se evacuó ninguna otra prueba, contándose solamente con lo aportado con la denuncia que consiste en una copia del recibo por la indicada suma y otra copia de la solicitud ante Migración, con lo que se acredita que se dio una relación abogado-cliente, únicamente. No es posible afirmar, con la certeza requerida, que el trabajo no se hubiere concluido por negligencia del abogado denunciado.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y se ordena su archivo.

EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH SE ABSTIENDE DE VOTAR EN EL SIGUIENTE CASO.

10.5. Expediente número 353-03
Denunciado: Lic. Manuel Fco. Umaña Soto y otro
Denunciante: Luis Enrique Odio Alfaro
Recurso de revocatoria establecido por el denunciante en contra del acto final, acuerdo 5.24 de la sesión 05-04 del 29 de enero del 2004, mediante el cual se dispuso el archivo del expediente.

Ningún elemento nuevo ofrece el recurrente para rebatir el fondo del asunto y que sea digno de tomar en cuenta para revocar el acto impugnado, el cual tiene pleno sustento en las pruebas de autos y ha sido dictado conforme a derecho. Lo que expresa en su recurso son meras alegaciones sin contenido real.

POR TANTO:

Se rechaza el recurso, manteniéndose incólume el acto final. Se da por agotada la vía administrativa.

10.6. Expediente número 610-03
Denunciado: Lic. Carlos Cerdas Cisneros
Denunciante: Policía de Proximidad de Curridabat
Refiere el escrito de queja que el 30 de setiembre del 2003, el Licenciado Cerdas Cisneros se presentó a la Delegación de Policía de Curridabat, donde se encontraban detenidos unos jóvenes a quienes se les relacionaba con un robo, exigiendo con gritos e insultos que los pusieran en libertad, ante lo cual se le llamó la atención y se le respondió que el parte policial se estaba confeccionando, por lo que en el mismo tono exigía ver al jefe policial y al negársele esta petición acto seguido sin el debido permiso, en forma violenta ingresó hasta la oficina donde se encontraba la Jefe, golpeando la puerta, siendo detenido y trasladado con sus clientes al Ministerio Público, formulándose el parte por obstaculizar la acción de la policía. 

El Licenciado Cerdas Cisneros rechaza los cargos. En resumen dice que fue él quien no fue atendido debidamente al pedir información en su condición de defensor de los detenidos.

A la comparecencia no se hicieron presentes las autoridades, pese a haber sido debidamente notificadas, recibiéndose declaración a dos de los detenidos que se presentó como prueba de descargo. En estas condiciones no se acreditaron las faltas denunciadas.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y se ordena su archivo.

10.7. Expediente número 630-03
Denunciado: Lic. Flor Eugenia Castillo Castro
Denunciante: Ana Lorena Arroyo Segura
Refiere la señora Ana Lorena Arroyo Segura, que el 25 de octubre del 2000 contrató a la Licenciada Castillo Castro para la constitución de una Asociación denominada Albergue la Edad de Oro para cuyo fin se le canceló lo cobrado en el tanto de cien mil colones y que pese a que han transcurrido dos años (la denuncia se planteó en el Juzgado Notarial el 14 de octubre del 2002), la Licenciada no ha realizado el trabajo.

La Licenciada Castillo Castro rechazó los cargos, dando una amplia explicación de lo ocurrido y demostrando con documentos que el trabajo contratado se realizó hasta donde le fue posible, pues falta cumplir con un requisito pedido por el Registro, para lo cual se requiere que la quejosa concurra a su oficina a cumplirlo. Alega que la quejosa se ha rehusado a presentarse a su oficina para tal fin.

La denunciante no se hizo presente a la comparecencia. No se acreditó que la conclusión de la labor, sea a causa de la negligencia de la abogada.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la queja y se ordena su archivo.

10.8. Expediente número 560-03
Denunciado: Lic. César Roblero Guerrero
Denunciante: Miguel Solís Robles.
En la comparecencia oral y privada llevada a cabo las partes acordaron conciliar, acuerdo que fue debidamente cumplido. En virtud de lo anterior se acuerda HOMOLOGAR el acuerdo y disponer el archivo del expediente.

POR TANTO:

Acoger el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo el expediente.

10.9. Expediente número 004-04
Denunciado: Lic. Nuria Alpízar Chaves
Denunciante: Flor Castro Jiménez.
Mediante escrito debidamente autenticado, la denunciante solicita dar por terminado el procedimiento. 

POR TANTO:

Se acoge el desistimiento y se ordena el archivo del expediente.

10.10. Expediente número 99-04
Denunciado: Lic. Allan Solano Aguilar
Denunciante: German Rojas Monge
El quejoso, jefe del Departamento de Seguridad del Poder Judicial, informa que en el puesto de seguridad a la entrada del edificio del OIJ, el denunciado, dejó una arma de fuego en custodia mientras realizaba una diligencia y que a la salida no exhibió el respectivo carné de portación de armas, y pese a ello exigía su devolución. Se le hizo un parte que junto con el arma se remitió al Juzgado Contravencional.

Indudablemente es un asunto que no atañe al régimen disciplinario, y si alguna contravención al ordenamiento jurídico será resuelta por el juzgado correspondiente.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y se ordena el archivo del expediente. 

10.11. Expediente número 110-04
Denunciado: Lic. Yolanda Bertozzi Barrantes
Denunciante: Marta Fonseca Aguilar
Refiere la quejosa que en la Fiscalía de este Colegio se tramita un procedimiento en su contra en el que la persona que la denuncia ofreció como testigo a la Licenciada Bertozzi, quien a la vez representa a quien la denuncia en un proceso judicial. Que en la Revista Foro distribuida en diciembre pasado, con sorpresa aprecia que la Licenciada Bertozzi aparece como miembro del Consejo Editorial. Que de esta manea es juez y parte, solicita “sea recusada“(sic).

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y se ordena su archivo. 

10.12. Expediente número 125-04
Denunciado: Lic. Manuel Sanabria Elizondo
Denunciante: Héctor Varela Jiménez
El escrito de queja se recibió vía fax y sin firma, razón por la cual se previno la corrección sin que esta se cumpliera dentro del plazo otorgado.

Se acuerda el RECHAZO DE PLANO y el archivo del expediente. 

POR TANTO:

Se rechaza de plano la queja y se ordena su archivo

10.13. Expediente número 483-02 

Denunciado: Lic. Juan Carlos Alvarado Miranda.

Denunciantes: Jorge Antonio Barrantes Carvajal y María del Carmen Granados Brizuela.

Se denuncia que se le encargó al Licenciado Alvarado Miranda la interposición de un proceso contencioso administrativo; que se convino honorarios en la suma de ¢160,000 colones y el 20% de lo que se recuperara, pidiéndole además ¢270,000 colones para un supuesto depósito para el juzgado; que se presentó al juzgado contencioso administrativo y no se había hecho gestión alguna, por lo que al presionarlo en ese sentido presentó una iniciación del juicio, alegando que el atraso se debió al juzgado; que posteriormente conversó con el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del juzgado contencioso administrativo y éste le indicó que no se necesitaba la cantidad pedida de ¢270,000 colones; que fue a la casa de habitación del Licenciado en Heredia a pedirle explicaciones al respecto y más bien en esa ocasión, aprovechando una amistad con el señor Director del OIJ, llamó a la policía pues adujo que lo quería agredir, denunciándolo por amenazas; que luego de éste incidente le solicitó la renuncia y devolución de lo pagado, renunciando pero  no el dinero.

El Lic. Alvarado Miranda expone que el denunciante Barrantes Carvajal no fue su cliente y que nunca debió tenérsele como parte, que éste siempre ha hecho gestiones a nombre de su esposa, sin que ésta las avale o sea quien haga los reclamos, pues fue ella su cliente y con quien se concretó la relación profesional y con quien se pactó todo lo relacionado con gastos y honorarios y por ello le firmó un convenio, siendo que además el señor Barrantes Carvajal es una persona violenta y que acostumbra referirse en términos sumamente despectivos a quienes demanda; interpone las excepciones de falta de derecho, de legitimación activa y pasiva, de competencia y la genérica sine actione agit, alegando que la legitimación debe resolverse previamente pues de lo contrario el proceso es nulo.

Se acuerda declarar CON LUGAR la denuncia e imponer al Licenciado Juan Carlos Alvarado Miranda SEIS MESES DE SUSPENSION, pues no acreditó en forma idónea su labor profesional por la que le pagaron, el contenido de las pruebas presentadas son altamente cuestionables, habida cuenta que no vino el denunciante a la comparecencia oral y privada, aduciendo un motivo que se comprobó era falso, no trajo los documentos a reconocer, según lo había él mismo solicitado; se probó el pago de las sumas por el denunciante, siendo que tales honorarios pagados no corresponden a sus actuaciones, pues según su dicho renunció antes del mes a la dirección del proceso, pues así se concluye de la prueba documental, siendo además altamente cuestionable la autenticidad del contrato.

POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se impone al Licenciado Juan Carlos Alvarado Miranda la sanción disciplinaria de seis meses de suspensión en el ejercicio de la profesión.

10.14. Expediente número 241-03 

Denunciados: Lic. Adrián López Vega y Lic. Randall Madriz Granados.

Denunciante: Elisa Rosa Liendo Ludueña.

Denuncia la señora Liendo Ludueña que con ocasión de la deportación de que iba a ser objeto su nieto, el Licenciado López Vega en las afueras de la Quinta Comisaría le ofreció servicios legales en materia migratoria, se reunieron unas horas más tarde en una oficina ubicada en Barrio Luján, donde se hizo presente también el Licenciado Madriz Granados, a quien se presentó como abogado asociado y ex funcionario de Migración; que le aseguraron que lo sacarían libre y con su status migratorio en regla, que parte de las acciones a realizar era un matrimonio civil, entregándose en esa ocasión un adelanto de $200 al Licenciado López Vega, contra el recibido de la solicitud de permiso temporal de trabajo, que luego se interpuso un hábeas corpus alegando que la solicitud presentada debía detener, hasta su resolución, la deportación; fallido lo cual se casó a su nieto con su novia, cancelándose en ese momento el saldo de honorarios; $200 más, se presentó otro hábeas corpus alegando el matrimonio existente; sin embargo todo fue denegado sin tener mayor efecto en el caso sino el de retrasar la deportación; que finalmente le informaron terceras personas y en Migración que el matrimonio no surtiría efecto legal alguno si se realizaba después de recibida la notificación de deportación.

El Lic. Adrián López Vega expone en su informe que a ellos se les contactó por la parte denunciante; que en la reunión de Barrio Luján se presentó al Licenciado Madriz Granados como ex funcionario de Migración, hizo éste una serie de preguntas a efecto de tener un panorama más claro del caso, determinando ambos que lo que se podía intentar era presentar una solicitud de trabajo, que en caso de que fuera rechazada ad portas, por la práctica y según su experiencia, se concedería un plazo para apelar, poniéndose en libertad al detenido; que el monto pactado de honorarios fue de $300 y no de $400 como dice la denunciante; que en ningún momento se recomendó la celebración del matrimonio y mucho menos la consecución de los resultados esperados; que efectivamente se interpusieron los hábeas corpus, alegando que la deportación no podía realizarse hasta que se resolviera la solicitud presentada, en modalidad de ampliación se alegó que para ejercer recurso debía dejarse en libertad al detenido y finalmente otro recurso en que se alegó el vínculo matrimonial, todo de lo cual se entregó copia a Migración y solicitudes de liberación exponiendo los anteriores alegatos; que como era esperado se rechazó la solicitud de trabajo, pero lo no esperaban era que no se hubiera ordenado la liberación del detenido, por ello el hábeas corpus en modalidad de ampliación; que fallido todas las anteriores gestiones se les consultó sobre el matrimonio para evitar la deportación; que efectivamente se canceló el saldo de honorarios para un total de $300 y no de $400 como aduce la denunciante.

El Lic. Randall Madriz Granados, por su parte, expone que a raíz de su trabajo en Migración, acumuló gran experiencia en materia migratoria, formando con el Licenciado Adrián López Vega a su salida una asociación para asesorar en la materia; que efectivamente estuvo en la reunión de Barrio, realizó preguntas para enterarse mejor del caso y dar una mejor asesoría tanto a ellos como al Licenciado López, indicando que resultaba muy difícil que una persona que había sido deportada, y no había recurrido, saliera libre; que la denunciante le indicó que el muchacho estaba a punto de hacer los trámites para la residencia y que además le ayudaba en los oficios domésticos, por lo que preguntó porque no se había solicitado un permiso de trabajo, respondiéndole la denunciante que eso era lo que se iba a hacer; ante ello dijo a la denunciante que éste iba ser denegado, pero que se darían tres días hábiles para apelar y que, por la experiencia en Migración, cuando esto sucedía, se ponía en libertad al detenido para ejercitar su derecho a recurrir; que no supo más del caso hasta que la denunciante le habló a su celular y en medio de improperios le indicó que su nieto no había salido, respondiéndole a ésta que el Licenciado López Vega era el encargado del caso y que se comunicara con él; que en cuanto al matrimonio en esa fecha no era notario y no tuvo participación alguna en éste ni en las actuaciones ante la Sala o ante Migración.

Se acuerda declarar CON LUGAR la denuncia e imponer a los Licenciados Randall Elías Madriz Granados y Adrián López Vega la sanción disciplinaria de UN MES de suspensión, pues se estima que indebidamente se aseguró el resultado de la gestión, que asesoraron erróneamente a la denunciante y se le crearon falsas esperanzas, sea realizaron gestiones totalmente improcedentes, pues debió ser de su conocimiento que las autoridades han resuelto casos similares basados en el permiso de trabajo y en el matrimonio, estimándose en ambos supuestos que las gestiones que no se refieran a recurrir la deportación son un intento de burlar al ordenamiento jurídico y la sanción legal y legítima de deportación impuesta ante la comisión de una falta a la normativa migratoria, estimándose con esto último además que los denunciados usaron medios legales para beneficiar injustamente al cliente y prestarse para burlar la eficacia de la ley. Se ordena remitir testimonio de piezas al Juzgado Notarial para lo que en derecho corresponda 

POR TANTO:

Se declara con lugar la denuncia y se impone a los Licenciados Randall Elías Madriz Granados y Adrián López Vega la sanción disciplinaria de un mes de suspensión en el ejercicio de la profesión. Se ordena remitir testimonio de piezas al Juzgado Notarial para lo que en derecho corresponda. 

10.15. Expediente número 329-03 

Denunciada: Licda. Perla Cheves Romero.

Denunciante: De oficio.

Se denuncia que la Licenciada Cheves Romero en un poder especial a favor Ailed Pereyra Oceguera y Álvaro Jiménez Acuña, para realizar trámites de residencia, autenticó en blanco la firma de la poderdante.

La Licda. Cheves Romero expone que el documento base de la denuncia carece de elementos que permitan determinar la falta y que esta haya sido cometida por ella, pues no aparece su número de cédula o código de barras para establecer que es su papel de seguridad ni se aporta evidencia que el referido documento haya sido presentado por ella a la Dirección de Notariado y que la firma que consta en el poder autenticando en blanco no fue realizada por ella.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia en aplicación del principio in dubio pro administrado y ordenar el archivo del expediente, pues no se acreditó que efectivamente la denunciada pusiera la razón de autenticación, las firmas que consta en el expediente son todas distintas entre si, no se comprobó que conociera a la poderdante o el trámite que ahí se consignaba.

POR TANTO:

Se declara sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

10.16. Expediente número 618-03 

Denunciada: Licda. Sionney Bolívar Wong.

Denunciantes: Fabio Saénz Baudrit y Ludovico Boninsegni Nutti.

Denuncian los señores Saénz Baudrit y Boninsegni Nutti, que le hicieron entrega al señor Juan María Acuña Castro, esposo y asistente, de la Licenciada Bolívar Wong, documentación necesaria para la legalización de los libros de la empresa Microeléctrica de Costa Rica, S.A., cancelando también la suma de ¢40,000 colones para ese trámite; que luego de gran cantidad de llamadas tanto al señor Juan Acuña como a la Licenciada Bolívar Wong no han obtenido repuesta del trabajo contratado.

La Licenciada Bolívar Wong alega que no consta en el expediente que se le haya entregado dinero alguno ni se le haya contratado para legalizar libros de la empresa de los denunciantes ni constan servicios profesionales donde ella haya intervenido ni recibos de dinero suyos; que el documento presentado de entrega de dinero lo desconoce, además éste no lleva su firma ni su sello; que los denunciantes autorizaron a otra persona para hacer esa gestión y en el documento presentado a Tributación no consta autenticación suya de la firma del representante legal de la empresa, lo cual es requisito para esa gestión.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia en aplicación del principio in dubio pro administrado y ordenar el archivo del expediente, pues no se comprobó que efectivamente se contratara a la Licenciada Bolívar Wong para la labor profesional denunciada como incumplida ni que efectivamente se contratara a través de su esposo. De los autos y tomando en cuenta sus antecedentes de la denunciada se concluye que podría estarse prestando para que personas no autorizadas éste ejerza y asesore legalmente por lo que se acuerda la apertura de procedimiento en forma oficiosa.

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH SE ABSTIENE DE VOTAR POR RAZONES DE AMISTAD. 

10.17. Expediente número 702-03

Denunciado: Lic. Gregory Kearney Lawson.

Denunciante: Robert Scott Laing.

Denuncia el señor Laing que en diciembre del año dos mil dos tuvo un accidente de tránsito y que por ello en marzo de dos mil tres contrató al Licenciado Kearney Lawson para que cobrara los daños recibidos en el accidente, conviniendo que por concepto de honorarios él recibiría la mitad de lo que se ganara; que en septiembre del año pasado, debido a que el Licenciado Kearney Lawson no tramitó absolutamente nada el caso se perdió; que su mayor reclamo a él es que parece no estar nunca en su oficina, no tiene secretaria y nunca regresa las mensajes, siendo que le ha escrito y llamado.

En el presente expediente los hechos denunciados no tienen respaldo alguno de prueba, teniéndose únicamente el dicho de una y otra parte, por lo que se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, en virtud de que no se cuenta con prueba alguna para establecer responsabilidad del denunciado.

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente

EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH SE ABSTIENE DE VOTAR EN EL SIGUIENTE CASO POR RAZONES DE AMISTAD.

10.18. Expediente número 684-03 

Denunciado: Lic. Pedro José Beirute Rodríguez.

Denunciante: Jorge Camacho Araya.

Se resuelve excepción de prescripción interpuesta por el denunciado en contra del presente procedimiento administrativo disciplinario.

En el caso que nos ocupa, la presente denuncia se presentó ante la Fiscalía el día 29 de octubre de 2003. De los autos se colige que la contestación al proceso abreviado de separación judicial interpuesto en contra del aquí denunciante fue presentada el 03 de enero de 2001, y cuya extemporaneidad de presentación, y las consecuencias legales que de ello derivan, es la causa que constituye el reclamo del denunciante al denunciado; de las manifestaciones del denunciante se aprecia que se enteró de la falta disciplinaria que reclama del denunciado en el año dos mil uno, y para mayor precisión, se tiene que la renuncia del denunciado al proceso le fue entregada el 15 de marzo de 2001, pues ya la había solicitado mediante una carta que le enviara al denunciado en los primeros días de marzo, pues se había enterado de la contestación extemporánea al ir al juzgado en ese mismo tiempo. La denuncia se presentó ante esta sede el 29 de octubre de 2003.

POR TANTO:

Se declara con lugar la excepción de prescripción interpuesta por el Licenciado Pedro José Beirute Rodríguez y se ordena el archivo del expediente.

10.19. Expediente número 146-03 

Denunciado: Lic. Gilberto Villalobos Zamora.

Denunciante: Luis Rogelio Esquivel Salazar.

Denuncia el señor Esquivel Salazar, en resumen y en cuanto interesa para el fondo del presente asunto, que contrató al Licenciado Gilberto Villalobos Zamora para la interposición de un proceso especial de revisión de sentencia, para lo cual firmaron él y su persona contrato de cuata litis, comprometiéndose a presentar dicho recurso en un plazo prudencial no mayor de dos meses a la firma del contrato; que luego de haberse comunicado con el cinco de febrero de 2003, el Licenciado Villalobos Zamora le pidió una semana más de tiempo, a lo cual accedió y le previno el incumplimiento; que ha investigado en la Sala Tercera y en lo que va del año no se ha incorporado ninguna gestión a su nombre.

En el presente expediente los hechos denunciados tienen un respaldo mínimo de prueba pues no se comprobó si el recurso finalmente se presentó o no, o sólo se retrasó su presentación, por lo que se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, en virtud de que no se cuenta con prueba alguna para establecer responsabilidad del denunciado.

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente

10.20. Expediente número 522-03 

Denunciada: Licda. Ofelia Zamora Chaverri.

Denunciante: Esteban Jiménez Carballo.

Denuncia el señor Jiménez Carballo que es socio de la señora Susana Carvajal para la prestación de servicios de internet en un café Internet, que ella salió del país y él quedó a cargo del negocio; que el diez de julio del 2003 la Licenciada Zamora Chaverri se presentó al referido negocio, en compañía de la señora Virginia Ramírez Orozco y de elementos de la fuerza pública, con el propósito de obligarle a permitir que se realizara un inventario de los bienes del negocio, que al no acceder a ello e indicarle que hablara con su abogado, la Licenciada Zamora Chaverri trató de proceder por la fuerza con el inventario y reiterándole de nuevo el pedimento pero ésta vez en medio de gritos, los cuales se prolongaron por espacio de media hora, siendo que los funcionarios de la fuerza pública no quisieron intervenir, pues no se portaba orden judicial al efecto; que ante el anterior comportamiento tuvo que pedir la intervención de la fuerza pública, sacándole finalmente por ese medio del local.

Se acuerda declarar SIN LUGAR la denuncia y ordenar el ARCHIVO del expediente, pues evacuada la prueba el denunciante no aporta prueba alguna que sustente la denuncia y por el contrario la aportada por la denunciada comprueba todo lo contrario, que ella en ningún momento se alteró, le gritó, insultó o amenazó al denunciante, pues se presentó en forma debida a cumplir el encargo de su clienta, Susana Carvajal, los elementos de la fuerza pública se llevaron por las reacciones violentas del denunciante, quien en apariencia mas bien ha cometido un ilícito en perjuicio de la clienta de la denunciada.

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

10.21. Expediente número 103-02 

Denunciado: Lic. Ricardo Pérez Montiel.

Denunciante: María Rojas Acuña.

Se resuelve recurso de revocatoria interpuesto por el denunciado en contra del acto final mediante el cual se le impuso una suspensión de tres años, pues se comprobó el cobro excesivo de honorarios.

El denunciado sustenta su recurso en que la resolución de éste órgano disciplinario es omisa en cuanto a los puntos relacionados con la estimación de los honorarios por el cobrados, que el recibo que consta en autos obedece como ya lo ha dicho no un único trámite sino a varios que no le pagaron de abogacía y notariado, y que en todo caso el pago de las sumas se dio consentimiento de los interesados, que la cantidad cobrada obedece a un sucesorio de la señora Ana Victoria Tenorio Ruiz, amiga de la denunciante y a quien además se le hizo el traspaso de la propiedad de ésta, lo que luego se traspasó de nuevo a la denunciante, y que todo lo anterior no se le pagó sino hasta la ocasión del recibo; que el incidente de cobro en el sucesorio fue una medida de precaución porque no le paga la señora Tenorio Ruiz.

Se acuerda declarar SIN LUGAR el recurso y dar POR AGOTADA LA VIA ADMINISTRATIVA, en virtud de que el mismo no aporta elementos nuevos que hagan necesario variar lo resuelto, la prueba incorporada en autos es suficiente para tener por acreditada la responsabilidad del denunciado; su alegato base del recurso es el mismo que usó a lo largo del proceso y cuya reiteración ahora hace insistiendo en que se le debían honorarios del sucesorio de la señora Tenorio Ruiz y del traspaso del inmueble de la denunciante.

POR TANTO:

Se declara sin lugar el recurso y se da por agotada la vía administrativa.

10.22. Expediente número 161-04 

Denunciada: Licda. Hilda Salas Castro.

Denunciantes: Ing. Guillermo Cubas Pérez.

Denuncia el señor Cubas Pérez que en asocio con el señor Raúl Jiménez García realizaron el desarrollo denominado “El Remanzo”, en el cual la Licenciada Hilda Salas Castro adquirió una casa y la puso a nombre de su madre Gerardina Castro Flores; que alegando ciertos problemas que considera menores e incumplimientos que muchas veces sólo existen en la mente de la denunciada, interpuso queja ante el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos, y que además desde octubre del año pasado le ha generado una guerra psicológica y de difamación, distribuyendo y adhiriendo documentos en la vía pública mediante los cuales habla mal de él y de su labor como ingeniero, que incluso estaciona su vehículo frente al condominio “El Remanzo” con rótulos en las ventanas que mal informan al público en general y a los potenciales compradores en particular de las condiciones de construcción del mencionado desarrollo, lo que ha bajado sus ventas y causado perjuicios económicos y a su profesión; que como una forma de chantaje ha contactado con su asociado Raúl Jiménez García para que, por la suma $135,000 dólares, dejaría de molestar, se retiraría y le devolvería el apartamento.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el archivo del expediente, pues la conducta que se le reprocha a la abogada es en el ámbito de su vida privada, lo que hay en el fondo es al parecer un incumplimiento contractual, lo que se debe reclamar en sede civil, y de la conducta de la denunciada si se considera que hay calumnia y difamación ante la autoridad penal correspondiente; en todo caso los reclamos relacionados a defectos de construcción han sido acogidos por las autoridades para su estudio e incluso se le dio trámite a la queja ante el Colegio de Ingenieros en contra del denunciante.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

10.23. Expediente número 158-04 

Denunciado: Lic. Alberto Napoleón González Cordero.

Denunciante: Lesbia del Rosario Román Alvarez.

Denuncia la señora Román Alvarez que por medio de una tercera persona de nombre Byron Chavarría contactó y contrató a la Licenciada Vanesa Castro Jaramillo para que le llevara a cabo un proceso sucesorio, labor por la que le cobró ¢50,000 colones y que, por medio de la misma tercera persona en la relación profesional, con ocasión de un proceso contravencional en su contra contactó y contrató al Licenciado Alberto Napoleón González Cordero la atención del mismo, labor por la que le cobró la suma de ¢50,000 colones, cancelándole en el acto de la contratación ¢20,000 colones y que el resto se lo daría el día de la audiencia; que el Licenciado González Cordero efectivamente le acompañó a la audiencia, pero que al salir se rehusó a pagarle los ¢30,000 colones restantes, pues consideró que no le defendió en nada; que en febrero de 2004 la Licenciada Castro Jaramillo le indicó que no le llevaría el caso y que le enviaría los ¢50,000 que le había cobrado con el señor Byron Chavarría, enterándose en la fecha de la denuncia que éste había entregado ¢30,000 colones al Licenciado González Cordero.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO LA PRESENTE DENUNCIA y ordenar el ARCHIVO del expediente, en virtud de no hay falta pues los honorarios ya estaban devengados, y la cantidad cobrada es ajusta a la normativa.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

10.24. Expediente número 108-04 

Denunciado: Lic. Armando Blanco González.

Denunciante: Lic. Róger Barboza Lépiz.

Denuncia e Licenciado Barboza Lépiz que es abogado director del proceso sucesorio número 00-00315-296-CI-5; que dentro de dicho proceso se le notificó una resolución mediante la cual se previene al albacea, señor Roberto Hidalgo Quirós, contestar una solicitud planteada por el coheredero José Antonio Hidalgo Quirós, siendo ambos clientes y representados por él dentro del proceso, siendo que dicha solicitud está autenticada por el Licenciado Armando Blanco González, en la cual se señala lugar para seguir escuchando notificaciones, ello sin que conste renuncia de su parte y sin que se haya incurrido en ningún tipo de irregularidad de su parte; que el Licenciado Blanco González no se ha comunicado con él para manifestarle interés en el proceso; que las juntas de herederos se han efectuado y se han rendido los informes correspondientes, participando en la última el señor José Antonio Hidalgo Quirós y ha manifestado su conformidad con la marcha del proceso.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO LA PRESENTE DENUNCIA y ordenar el ARCHIVO del expediente, pues la autenticación del denunciado es ocasional y sólo para la gestión dicha, pues es lógico que al ser la petición del coheredero contraria al trabajo del albacea, no podía ser autenticada por el mismo abogado, sea el denunciante, pues sería patrocinar intereses contrapuestos.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

10.25. Expediente número 097-04 

Denunciado: Lic. Ronald Blair Houston Mahon.

Denunciante: Antonio Alvarez Estevez.

Denuncia el señor Alvarez Estevez que el Licenciado Ronald Blair Houston Mahon a través de terceras personas ha dividido a su familia con falsedades y mala conducta, pues ha manipulado, engañado y forzado a su esposa, Peggy Marín Rojas, por la autoridad y confianza que él ejerce sobre ella, para que ésta tramitara en su contra un proceso de separación judicial, cuyo resultado califica de fraudulento; que el Licenciado Houston Mahon ha sacado provecho de un proceso de pensión alimentaria, pues se le había autorizado para retirar la pensión a cargo del denunciante, pero posteriormente fue retirada por su suegra, Mery Marín Rojas; que el Licenciado Houston Mahon, controlando y engañando a su esposa Peggy, la llevó a Canadá y cuando se dio aviso a la policía canadiense éste informó que éstas dos personas se estaban separando y que en otra ocasión su esposa fue secuestrada en su presencia por un individuo desconocido, llevándosela en un vehículo conducido por el Licenciado Houston Mahon, estando desaparecida por ésta dos semanas, preguntó a sus suegros quienes no cooperaron con él pues tienen un complot con don Ronald, desmintiéndose finalmente ese secuestro y ubicándola en Canadá en la casa de los padres del denunciado, lugar donde su esposa en un juicio en Canadá, declaró que convivía con éste profesional; que mientras su esposa no estaba presente terceras personas que tenían a su hijo no le permitían verlo sin la autorización de don Ronald.

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO LA PRESENTE DENUNCIA y ordenar el ARCHIVO del expediente pues las actuaciones que le reclama al abogado han sido en patrocinio de los intereses de su clienta, la ahora ex esposa del denunciante, de considerar que ha habido delito de secuestro o privación ilegítima de libertad no es ésta la sede para investigar tal acusación.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

10.26. Expediente número: 670-02

Denunciado: Lic. Luis Tenorio Castro

Denunciante: Sigifredo Marín Jiménez

Denuncia el quejoso que contrató al Licenciado Tenorio Castro para la tramitación de un proceso de ejecución de sentencia contra el estado, labor que nunca realizó a pesar de habérsele cancelado la suma de ¢222.000.00. Asimismo, indica el denunciante que el abogado Tenorio no le suministra información alguna del caso, nunca está cuando lo cita en su oficina y no le entrega los documentos correspondientes al caso, cuando se lo ha solicitado. 

En el caso de marras, el Licenciado Tenorio Castro ni siquiera inició el trabajo que le encomendó el denunciante, cual era la tramitación de un proceso de ejecución de sentencia contra el estado. Queda comprobado en autos que el Licenciado Tenorio recibió la suma de ¢222.000.00 para la atención de diversas gestiones y gastos relacionados con dicho proceso, las que a la postre resultaron falsas y en un engaño para el denunciante, quien con esfuerzo entregó el dinero dicho al abogado Tenorio, del cual se apropió sin realizar trabajo alguno a favor de los intereses del denunciante. El Licenciado Tenorio Castro ha violentado con su conducta lo preceptuado en el artículo 9 del Código de moral profesional del abogado, violación que constituye una falta grave, la que se castiga con una sanción de un mes a tres años en el ejercicio de la abogacía (artículos 67 y 69 del Código de Moral profesional del abogado y 13 de la Ley Orgánica de Colegio de Abogados). 

Se acuerda DECLARAR CON LUGAR la denuncia e imponer al Licenciado Tenorio Castro la sanción disciplinaria de SEIS MESES de suspensión en el ejercicio de la abogacía. Se ordena remitir testimonio de piezas al Ministerio Público a fin de determinar si la conducta investigada constituye delito. 

POR TANTO:

Declarar con lugar la denuncia e imponer al Licenciado Tenorio Castro la sanción disciplinaria de seis meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. Se ordena remitir testimonio de piezas al Ministerio Público a fin de determinar si la conducta investigada constituye delito. 

10.27. Expediente número: 517-03

Denunciado: Lic. Rolando Oreamuno Pérez

Denunciante: Hugo Hutchinson Da Costa

El denunciante informa que el Licenciado Oreamuno Pérez fue negligente en la tramitación de un proceso ordinario civil contra la empresa Maquinaria y Tractores Limitada, labor para la cual le había contratado, pues dicho proceso se declaró inadmisible y se archivó por no haber cumplido el Licenciado Oreamuno con una prevención; todo lo anterior a pesar de habérsele cancelado oportunamente sus honorarios profesionales.  

El denunciado interpuso las excepciones de falta de derecho y falta de interés. 

Excepciones. Falta de derecho: Está plenamente demostrado que entre las partes existió una relación abogado-cliente, por lo que le asiste el derecho del denunciante de accionar en ésta sede en contra del Licenciado Oreamuno si estima, que éste ha actuado en su caso sin apego estricto a lo establecido en el Código de Moral Profesional del Abogado y demás normativa que rige a los profesionales en derecho miembros de éste ente. Por lo expuesto se declara sin lugar la excepción de falta de derecho. Falta de interés: El artículo 275 de la Ley General de la administración pública indica que todo aquel que tenga un interés legítimo que pueda resultar afectado, lesionado o satisfecho en virtud del acto final puede acceder a la justicia administrativa. Evidentemente el quejoso tiene interés legítimo, para accionar en ésta vía, pues en apariencia ha sido lesionado su peculio al cancelar cierto rubro de dinero al denunciado para la tramitación del proceso ordinario y no completarse el trabajo, y al demorarse innecesariamente el resarcimiento del daño causado por la venta de una maquinaria inidónea para sus intereses, pues al no cumplirse la prevención y archivarse el proceso por esto, se torna mas engorroso el cobro del daño causado. Por lo anterior, esta defensa debe rechazarse. 

Fondo. En el caso de marras, está comprobado que el quejoso contrató al Licenciado Oreamuno para la tramitación de un proceso ordinario civil contra la compañía Maquinaria y Tractores Limitada. En éste proceso, se echó de menos las certificaciones de personería tanto de la actora como de la demandada, por lo que la autoridad judicial previno su aportación en el plazo de cinco días, prevención que no fue atendida por el Licenciado Oreamuno, quien tenía poder especial judicial para actuar en ese proceso. El denunciado argumenta que concilió con el don Hugo y que prueba de eso es la redacción del reclamo ante la Comisión del consumidor, el cual se redactó posterior al archivo del proceso ordinario, empero dicho argumento no viene a justificar la falta cometida, pues el abogado Oreamuno sabe como profesional en derecho que es, los requisitos de una conciliación y cómo comprobar su realización, lo que no hace en éste procedimiento, pues si la conciliación se hubiere dado, se habría firmado algún finiquito para finalizar la relación, sino lo que dicta la lógica es que se hubiera reactivado el proceso ordinario mediante la aportación de la información requerida por el juzgado, lo que no se hizo. Antes que justificar la actuación del abogado Oreamuno, el documento referido deja mas claro su actuar falto de ética, pues cobró honorarios profesionales por el trámite ante la Comisión dicha y por la no concreción de arreglo al respecto es que no se continuó con el reclamo, cuando el proceso ordinario civil se había archivado por su negligencia y ya se le habían satisfecho la totalidad de los honorarios cobrados, lo que se comprueba con los recibos aportados. Es claro que el Licenciado Oreamuno ha violentado con su conducta lo preceptuado en el artículo 9 del Código de moral profesional del abogado, violación que constituye una falta grave, la que se castiga con una sanción de un mes a tres años en el ejercicio de la abogacía (artículos 67 y 69 del Código de Moral profesional del abogado y 13 de la Ley Orgánica de Colegio de Abogados). 

El M.A. Pablo Duncan Linch vota en contra. SEIDITA NO ESTOY SEGURO DE ÉSTO

POR TANTO:

Se acuerda declarar sin lugar las excepciones planteadas por el denunciado y  declarar con lugar la denuncia e imponer al Licenciado Rolando Oreamuno Pérez la sanción disciplinaria de seis meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía. 

10.28. Expediente número: 351-03

Denunciado: Lic. Olman Castro Madrigal

Denunciante: Zamary Jarquín Jarquín

Recurso de revocatoria interpuesto por el Licenciado Castro Madrigal en contra del acuerdo número 5.4 de la sesión ordinaria de la Junta Directiva del Colegio de Abogados número 05-2004, celebrada el 29 de enero de 2004. 

El recurrente argumenta en su gestión que en su momento la solicitud de caducidad se resolvió mal pues la normativa aplicada fue errónea y que el proceso se mantuvo paralizado por mas de seis meses por causas imputables a la denunciante. Asimismo argumenta que existe la duda en cuanto a si el fax en sede judicial fue recibido el 6 o el 7 de marzo de 2002 pues de la copia del fax no se desprende dicho dato, por lo que lo procedente es aplicar el in dubio en su favor. Finalmente alega que es desproporcionada la sanción aplicada de tres meses de suspensión en el ejercicio de la abogacía, por lo que en caso de que se decida mantener la sanción, solicita que la misma se rebaje. 

El presente procedimiento nunca ha estado paralizado por más de seis meses, por lo que se estima que la gestión fue bien rechazada en su momento. 

Lleva razón el denunciado en cuanto a que en la copia del fax no se determina con claridad la fecha en que se recibió, empero si existe una prueba que deja claro que el documento se presentó extemporáneamente, cual es la resolución de las catorce horas del diecisiete de abril de dos mil dos del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Los Chiles en la cual se ordena agregar a los antecedentes el escrito de contestación por haberse presentado extemporáneamente. En cuanto a la desproporción del monto de la sanción, aunque para él la suma cobrada a la quejosa sea de poca monta, puede ser que para ella no sea así, además de lo anterior, el parámetro principal para aplicar la sanción de tres meses de suspensión es haber enviado extemporáneamente el escrito pues el abogado es el que conoce el derecho, precisamente por esto se le contrata y el cliente deposita en su abogado toda su confianza, el cliente, asume que la recomendación y actuación que realice su abogado respecto a su caso, será la correcta y para su conveniencia.

El M.A. Pablo Duncan Linch vota en contra. SEIDITA NO ESTOY SEGURO DE ÉSTO

POR TANTO:

Se acuerda rechazar el recurso de revocatoria interpuesto por el Licenciado Castro Madrigal, se mantiene la resolución recurrida y se da por agotada la vía administrativa.

10.29. Expediente número: 341-03

Denunciado: Lic. Jorge Rojas Villareal

Denunciante: José Rodrigo Rivera Mora

Denuncia el señor Rivera Mora, quien se encuentra privado de libertad, en resumen y en cuanto interesa para el fondo del presente asunto, que contrató al Licenciado Jorge Rojas Villareal para que asumiera la defensa en una causa penal tramitada en su contra por falsificación de documento y que el denunciado no realizó dicha labor, a pesar de que le entregó par ello la suma de trescientos cincuenta mil colones en efectivo. 

Los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea, para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria atribuible al profesional denunciado. Lo único que se acreditó es la existencia de una relación profesional entre el denunciante y denunciado, sin llegar a poder establecerse que tipo de trabajo fue el pactado, si hubo cancelación de honorarios o si efectivamente el abogado realizó el estudio y al realizar el cobro por asumir la defensa, el denunciante se mostró reticente y no se concretó la relación abogado-cliente entre ellos, que fue el argumento de descargo del Licenciado Rojas.   

Ante la carencia de prueba idónea, se acuerda DECLARAR SIN LUGAR la denuncia y ordenar su ARCHIVO. 

EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH SE ABSTIENE DE VOTAR EN EL SIGUIENTE CASO POR TENER RELACIONES PROFESIONALES CON EL DENUNCIADO.

10.30. Expediente número: 469-03

Denunciado: Lic. Carlos Valenciano Kamer 

Denunciante: Allen Jorge López Gutiérrez

Denuncia el quejoso que ha estado recibiendo durante varios meses llamadas al teléfono de su casa, durante todo el día y hasta altas horas de la noche por parte del asistente del Licenciado Carlos Valenciano Kamer llamado José Luis Peña a efecto de cobrarle una deuda de ¢2.000.000.00 producto de una tarjeta de crédito. Indica que ha sido objeto de numerosas presiones y amenazas por parte del personal que trabaja para el Bufete del Licenciado Valenciano. Agrega que él les indicó que no reconocía la deuda y que ya estaba prescrita. Finalmente el quejoso manifiesta que el día 29 de julio de 2003, por indicación de una persona con la que iba a finiquitar una negociación comercial, observó que en los alrededores de su casa se encontraban pegados en los postes de luz, unos papeles que decían “Jorge López Gutiérrez, deuda sobre 2,000.000.00, cobro judicial, moroso”, lo que le ha afectado su honor, su moral y la de su familia. 

Los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria atribuible al profesional denunciado. La única probanza que se hizo llegar a éste expediente por parte del quejoso es una hoja confeccionada en computadora que dice: “Jorge López Gutiérrez, deuda sobre ¢2,000.000.00, cobro judicial, moroso”. Esta prueba no es suficiente para tener por acreditado el dicho del quejoso, pues es una simple hora confeccionada en una computadora, la cual puede haber sido hecha por cualquier persona. 

Se acuerda DECLARAR SIN LUGAR la denuncia y ordenar su ARCHIVO. 

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

10.31. Expediente número: 497-03

Denunciado: Lic. Marta Benavides Rodríguez 

Denunciante: Gilberto Vega Salgado

Denuncia el quejoso, quien se encuentra privado de libertad, que contrató los servicios de la Licenciada Marta Benavides para que interpusiera un incidente por enfermedad.  Que le abonó a la abogada para dichos efectos la suma de ¢100.000.00  quedándole una deuda por ese concepto de ¢100.000.00. Agrega que a pesar de lo anterior la abogada no ha realizado ningún trámite o gestión.

En el caso de marras, los hechos esbozados en la denuncia inicial adolecen de prueba idónea para demostrar la comisión de conducta o actuación alguna constitutiva de falta disciplinaria atribuible a la profesional denunciada. La única probanza que se hizo llegar a éste expediente por parte del quejoso es una copia de un recibo de adelanto de honorarios, por la suma de ¢100.000.00 firmado por la denunciada. Esta prueba no es suficiente para tener por acreditado el dicho del quejoso, pues es una simple copia de un recibo, la que si acredita la relación abogado-cliente y el pago realizado, empero esos aspectos no se encuentran en discusión en este caso. 

La denunciada demostró que realizó un viaje a Quepos con el fin de fotocopiar el expediente de la causa penal en la que se condenó al quejoso, además de lo anterior, la Licenciada  Benavides aportó prueba de que efectivamente se hizo solicitud en cuanto a la gestión de no traslado del señor denunciante a otro centro penitenciario, pues el señor Guillermo Ugalde Víquez, contralor de servicios en el Ministerio de Justicia rindió testimonio de que fue contactado por la aquí denunciada a efecto solicitar que el señor Gilberto Vega Salgado no fuese trasladado a otro centro penitenciario, gestión que obviamente surge a raíz de una petición expresa en ese sentido de alguno de los interesados, probablemente familiares del quejoso, de otra forma la Licenciada no hubiese realizado tal labor. Se percibe una actitud responsable y apegada a la buena fe de la Licenciada Benavides, al realizar el estudio del caso y negarse a interponer las gestiones solicitadas por la familia del señor Vega, pues así evitó que ésta incurriera en gastos innecesarios, al expresarles ella la no procedencia de esas gestiones en el caso del denunciante. 

Se acuerda es DECLARAR SIN LUGAR la denuncia y ordenar su ARCHIVO.  

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

10.32. Expediente número: 208-03

Denunciado: Lic. Patricia Hidalgo Somarribas

Denunciante: Eduardo Rodríguez Gutiérrez 

El señor Rodríguez Gutiérrez denuncia que la Licenciada Hidalgo Somarribas no cumplió en tiempo y forma con parte del compromiso adquirido en el acuerdo conciliatorio en la causa penal tramitada en el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica bajo la sumaria número 96-1721-470-PE, al no efectuar oportunamente el traspaso del vehículo Honda Accord objeto de litigio que sostenían el aquí denunciante y el imputado en dicha causa, señor Alberto Mora Castillo, quien era representado en ese proceso por la Licenciada Hidalgo Somarribas. Asimismo denuncia el quejoso que la Licenciada patrocinó una impostura o error tendiente a beneficiar injustamente a su cliente al hacer creer al Tribunal Penal del Segundo Circuido Judicial de la Zona Atlántica, que el acuerdo conciliatorio al que se llegó en la causa dicha, se había cumplido satisfactoriamente, lo que no había ocurrido aún. 

Se comprobó que el compromiso de la abogada fue el de otorgar la escritura de traspaso del vehículo, para lo que las partes debían acudir en el plazo que el Tribunal les otorgó, donde la abogada Hidalgo a suscribir la escritura pública de traspaso, obligación con la que efectivamente cumplió la aquí denunciada, empero ese esfuerzo resultó infructuoso pues no fue recibida la documentación en el registro sin la tarjeta de circulación que debía de aportarse. El quejoso argumenta que el traspaso no se ha podido inscribir precisamente por que la Licenciada Hidalgo no ha gestionado dicha exoneración, empero ese trámite era responsabilidad del ofendido; la abogada Hidalgo únicamente debía de cumplir con el otorgamiento de la escritura pública, lo que efectivamente realizó. Asimismo el denunciante indica que no mencionó motu propio que la abogada influyera o convenciera al Juez para lograr el sobreseimiento del imputado y que no indicó a su abogado que pusiera lo del beneficio indebido para su cliente a pesar del incumplimiento, en el escrito del 18 de julio de 2003, presentado ante ésta Fiscalía; agrega que únicamente su abogado redactó el escrito y él lo firmó. No se comprobó que la abogada hubiera influido ante el Tribunal para que dictara un sobreseimiento improcedente, si esto se dio fue por causas ajenas a la Licenciada Hidalgo y así ha quedado plenamente demostrado con la prueba que consta en autos. 

Se acuerda DECLARAR SIN LUGAR la denuncia y ordenar su ARCHIVO. 

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH SE ABSTIENE DE VOTAR EN EL SIGUIENTE CASO. 
10.33. Expediente número: 333-03

Denunciado: Licda. Virginia Méndez Ugalde

Denunciante: Ricaurte París Torres

El denunciante informa en lo que interesa para la resolución del presente procedimiento, que Licenciada Virginia Méndez Ugalde incurrió en una actuación impropia al ocultar un documento en el cual se plasmó un acuerdo conciliatorio al que llegaron con ocasión de un proceso ejecutivo simple tramitado en el Juzgado Tercero Civil de Mayor Cuantía de San José, bajo el expediente número 02-000990-182-CI-4, en el cual él figuraba como demandado y solicitar en ese proceso que se dictara sentencia y se ordenara el embargo, de todas las cuentas del quejoso en el sistema financiero nacional, a sabiendas de que el quejoso ya había hecho un arreglo de pago con ella y su representada (Credomatic), y se encontraba cumpliendo satisfactoriamente dicho acuerdo. Así mismo indica el quejoso que la Licenciada le cobró honorarios excesivos en el arreglo conciliatorio, los cuales se vio obligado a pagar y a aceptar en vista de que si no le cancelaba lo que pedía, la denunciada no aceptaba el arreglo conciliatorio. Agrega el denunciante que la abogada se ha negado a entregar recibo de pago por los honorarios que se le cancelaron. 

Se comprobó que se llegó al arreglo extrajudicial en el proceso indicado, empero el quejoso incumplió con el pago de la forma que se había pactado, pues en el mes de abril del año 2003 debía cancelarse la última cuota del arreglo, lo cual no se hizo, por lo que se solicitó al juzgado que se dictara la sentencia. La deuda con Credomatic fue cancelada el 21 de mayo de 2003 y la Licenciada Virginia presenta la solicitud de dar por terminado el proceso ejecutivo el 30 de mayo de 2003, lo que denota que fue diligente en solicitar al juzgado con celeridad la terminación del proceso, pocos días luego de la cancelación total de la deuda. Ahora bien, el Licenciado Paris se queja del monto cobrado por los honorarios, empero ésta Junta Directiva no puede hacer otra cosa que respetar el monto convenido en el arreglo, pues con su firma el quejoso aceptó el la cantidad pactada en su momento. Si se acordó en el caso en cuestión una suma de honorarios mayor a la establecida en el Decreto de honorarios, se realizó conforme a derecho, pues se hizo por escrito, de conformidad con lo preceptuado al respecto en el artículo 9 del Decreto de honorarios para abogados y notarios, por lo que tal actuación no se hizo contraria a derecho, ni riñe con las normas éticas y morales que rigen a los agremiados. Finalmente, merece fe a ésta Junta Directiva el argumento de la Licenciada Méndez en cuanto a que no entregó factura al quejoso, pues eso significaría en su caso un doble reporte de ingreso, el cual no existía, pues sus honorarios eran girados por Credomatic al realizarse la imputación de pagos de la forma pactada, por lo que es comprensible que para gestionar el cobro de ellos, debiese de emitir la factura y entregarla para su trámite a Credomatic de Costa Rica. 

POR TANTO:

Declarar sin lugar la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

10.34. Expediente número: 507-03

Denunciado: Licda. Magally Mattus Gutiérez

Denunciante: Lic. Freddy Vargas Zumbado

Las partes llegaron a un acuerdo conciliatorio en aras de restablecer laS buenas relaciones entre ellos y en resguardo de la paz social. El acuerdo se pactó y se cumplió conforme a derecho, por lo que se acuerda HOMOLOGARLO y ordenar el ARCHIVO del expediente. 

POR TANTO:

Acoger el acuerdo conciliatorio y ordenar el archivo el expediente.

AL SER LAS VEINTITRES HORAS SE RETIRA DE LA SALA DE SESIONES EL M.A. PABLO DUNCAN LINCH.

10.35. Expediente número: 163-04

Denunciado: Lic. Franck Brooks Johnson 

Denunciante: Ministerio de Seguridad Pública, Jefatura Novena Región (Luis Oviedo Moreno y José Sandí Matamoros.

Los quejosos denuncian que en cumplimiento de sus funciones policiales, con instrucciones precisas de sus superiores, el día 25-02-04, se apersonaron a Limón Centro, a ejecutar la orden judicial de Apremio Corporal dictada por la Licenciada Erika Sanabria Salazar Juez del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de la Unión de Cartago, (expediente 201-3-99) en contra del Licenciado Franck Brooks Johnson; quien al momento de ponerle en conocimiento de la misma opuso resistencia, reaccionando de forma violenta al punto que los empujó y al sujetarlo resultaron con golpes. Este órgano disciplinario no puede conocer de un asunto que le correspondería conocer a la autoridad penal de ser el caso que se esté ante una conducta delictiva, de hecho la actuación denunciada está siendo ya objeto de examen por parte de las autoridades penales. 

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el ARCHIVO.

POR TANTO:

Se Rechaza de plano la denuncia y se ordena su archivo del expediente.

10.36. Expediente número: 164-04

Denunciante: Miguel Benavides Porras

Denunciado: Lic. Ronald Valverde Cordero

Denuncia el señor Miguel Benavides Porras que contrató al Licenciado Ronald Valverde Cordero, para que le confeccionara hipoteca de segundo grado. Agrega que  debido a malintencionadas e inaceptables omisiones, el Notario no uso sus machotes y  no canceló los timbres de ley, por lo que no ha podido ser debidamente inscrito ante el Registro Público, sino que el mismo quedó nada mas anotado, lo que le ha causado daños y perjuicios al no poderla llevar a la vía civil a ejecutarla y poder cobrarla. Refiere el denunciante además que el Licenciado omitió renuncias de domicilio, requerimientos de pago y trámites de juicio ejecutivo, por lo que no su cobro se ha tornado mas engorroso. Este órgano disciplinario estima que los hechos denunciados no pueden ser conocidos en esta instancia, debido a que los mismos escapan a su competencia en razón de la materia, ya que, a quien le correspondería hacerlo,  es al Juzgado Notarial. 

POR TANTO:

Se declara la incompetencia por razón de la materia y se ordena testimoniar piezas ante el Juzgado Notarial para lo que en derecho corresponda.

10.37. Expediente número: 181-04

Denunciante: Yu Fone Tien

Denunciados: Lic. Giovanni Varela Díjeres y Licda. Alba Iris Ortiz Recio

El señor Yu Fone Tien, denuncia que alquiló a los denunciados un local para oficinas donde tenían instalado su bufete pero que ambos incumplieron con el pago del alquiler correspondientes a los meses de marzo y abril del 2004, así como con el pago de los servicios de agua y luz. Los hechos denunciados escapan a la competencia de este órgano disciplinario en virtud de que las facultades disciplinarias otorgadas por el ordenamiento jurídico no facultan al Colegio para convertirse en una instancia cobratoria mas, no pudiendo revisar las relaciones contractuales de tipo civil como la denunciada.  

Se acuerda RECHAZAR DE PLANO la denuncia y ordenar el archivo del expediente.

POR TANTO:

Se rechaza de plano la denuncia y se ordena el archivo del expediente.

10.38. Expediente número: 185-04

Denunciada: Licda. Flor de María Herra Murillo

Denunciante: José Brenes Rodríguez

Mediante escrito recibido en esta Fiscalía el día 27-04-04, el quejoso José Brenes Rodríguez manifiesta que por haber llegado a un acuerdo conciliatorio con la denunciada Flor de María Herra Murillo y los señores Cristian Chaves Coto y Alejandro Hidalgo Madrigal, solicita el archivo del expediente ya que no desea de ninguna manera continuar con este proceso al no tener interés de reclamar nada. 

En atención a dicha solicitud planteada por el denunciante se acuerda acoger el desistimiento y tenerlo por separado del proceso. No obstante, este órgano disciplinario considera y conforme lo dispone el artículo 339.3 de la L.G.A.P en virtud de que los hechos denunciados entrañan un interés general, que amerita continuar de forma oficiosa con la tramitación de los procedimientos dando traslado de cargos en contra de la Licenciada Herra Murillo por los siguientes hechos “ permitir aparentemente que a través suyo, personas no autorizadas por ley ejerzan la profesión de abogado”.

Se acuerda: Tener POR EXCLUIDO al denunciante de la prosecución del presente procedimiento administrativo. Se ordena CONTINUAR DE FORMA OFICIOSA el procedimiento en contra de la Licenciada Herra Murillo dando traslado de cargos por los siguientes hechos “permitir que a través suyo, personas no autorizadas por ley ejerzan la profesión de abogado”.

POR TANTO:

Se tiene por excluido al denunciante de la prosecución del presente procedimiento administrativo. Se ordena continuar de forma oficiosa el procedimiento en contra de la Licenciada Herra Murillo.

10.39. Expediente número: 217-04

Denunciado: Lic. Rafael Madrigal Rojas

Denunciante: Carmencita Angulo Delgado

La denunciante Carmencita Angulo Delgado en manifestación hecha ante esta Fiscalía el día 28-04-04, refiere que por haber llegado a un arreglo conciliatorio con el Licenciado Rafael Madrigal Rojas, debido a que este cumplió con su pretensión de devolverle tanto el dinero cancelado de honorarios como los documentos que le había entregado, no tiene nada que reclamarle, por lo que solicita el archivo del expediente.

POR TANTO:

Se acoge el desistimiento y se ordena el archivo del expediente.
ARTICULO 11) INFORME DEL DIRECTOR EJECUTIVO

El Lic. José Luis Meneses Rímola presenta los siguientes puntos:
11.1. Contratación directa denominada “Puertas de Puntarenas”, la cual se abrió con el fin de instalar 2 puestas movibles en el segundo piso de la casa del abogado en Puntarenas, las cuáles van a servir para dividir las aulas. Recomienda la adjudicación a la empresa Z y E Asesorías, por un monto total de ¢975.000.00.
SE ACUERDA: 

Aprobar la contratación directa “Puertas de Puntarenas” y adjudicar a la empresa Z y E Asesorías, por un monto total de ¢975.000.00.
11.2. Indica que con relación a la representación del Colegio de Abogados en la reunión del Colegio de Abogados Penal Internacional se había hablado de la posibilidad de que asistiera el señor Christophe Baron, pero como él no pudo asistir el Dr. Arturo Fournier recomendó que fuera el Lic. Olger González que estaba en Francia en ese momento, quien asistió a la actividad y posteriormente enviará el informe correspondiente. El Lic. González está cobrando por gastos 297 euros, y está pidiendo que se deposite ese dinero o que don Arturo retire el cheque y se lo deposite. Consulta si el Colegio busca el banco corresponsal en Francia o se autoriza que el cheque salga a nombre de don Arturo y el señor González se compromete a enviar las facturas.
Los señores directivos le indican al Lic. Meneses que se haga una transferencia directa al Lic. Olger González por ese dinero.
11.3. Informa el Lic. Meneses que el Lic. Guillermo Silesky, Contralor Interno del Colegio está solicitando la apertura de una caja chica y un fondo para cambios de efectivo. Indica que con la creación de la plaza de Asistente Administrativo en la sede del Colegio en Puntarenas, la cual es ocupada por la señora Ana Cristina Vargas Zúñiga, tiene como parte de sus funciones el cobro de cuotas, venta de libros y otros rubros que representan ingresos del Colegio. Por lo anterior sugiere que se abran dos fondos independientes en cuanto a su manejo y control. El primero debe destinarse a dar contenido para entregar vueltos sobre recaudación de cuotas o venta de servicios o bienes, el cual puede ser de ¢10.000 en efectivo de baja denominación. El segundo fondo se sugiere que sea usado como Caja Chica para ser utilizado razonablemente en gastos propios de la sede, el cual se recomienda sea de ¢40.000, autorizando desembolsos hasta un máximo de ¢5000.00 por transacción o evento y solicitarse su reintegro una vez por semana. De conformidad con el art. 4 del Manual de Caja Chica y el art. 6 del Manual de Operación de la Caja General, se establece que solo la Junta Directiva tiene la potestad de crear esos fondos.
Los señores directivos aprueban la solicitud.

SE ACUERDA: 

Autorizar la apertura de dos fondos independientes la creación para que sean manejados por la Asistente Administrativa en la sede del Colegio en Puntarenas. El primer fondo debe destinarse a dar contenido para entregar vueltos sobre recaudación de cuotas o venta de servicios o bienes, el cual será de ¢10.000 en efectivo de baja denominación. El segundo fondo será usado como Caja Chica para ser utilizado razonablemente en gastos propios de la sede, el cual será de ¢40.000, autorizando desembolsos hasta un máximo de ¢5000.00 por transacción o evento y solicitarse su reintegro una vez por semana.  
ARTICULO 10) LA SIGUIENTE LISTA DE QUEJAS NUEVAS SE TRASLADA A LA FISCALÍA POR PARTE DE LA SECRETARIA.

1. Expediente Nº 212-04

Denunciado: Lic. Ricardo González Mora

Código: 3449

Denunciante: De Oficio, Juzgado penal de San José

Fecha de Ingreso: 19 de abril de 2004

Folios: 1

Copias: 7

2. Expediente Nº 213-04

Denunciado: Lic. Roy Mena Chávez

Código:1364

Denunciante: Hernán Hidalgo Campos

Fecha de Ingreso: 19 de abril de 2004

Folios: 3

Copias: 57

3. Expediente Nº 214-04

Denunciado: Lic. Eduardo Mora Sibaja

Código: 1788

Denunciante: De Oficio, Juzgado Penal II Circuito

 Fecha de Ingreso: 20 de abril de 2004

Folios: 1

Copias: 31

4. Expediente Nº 215-04

Denunciado: Lic. José Luis Ramos Castellón

Código:5628

Denunciante: Rebeca Chávez Hernández

Fecha de Ingreso: 20 de marzo de 2004

Folios: 4

Copias:28

5. Expediente Nº 216-04

Denunciado: Lic. Kattia Cubero Montoya

Código: 4420

Denunciante: Walter Madrigal Salas

Fecha de Ingreso: 20 de abril de 2004

Folios: 4

Copias: 283

6. Expediente Nº 217-04

Denunciado: Lic. Rafael Madrigal Rojas

Código: 1684

Denunciante: Carmencita Angulo Delgado

Fecha de Ingreso: 20 de abril de 2004

Folios: 3

Copias: 2

7. Expediente Nº 218-04

Denunciado: Lic. Berta Ramírez Benavides

Código: 2242

Denunciante: Marta González González

Fecha de Ingreso: 21 de marzo de 2004

Folios:  2

Copias: 10

8. Expediente Nº 219-04

Denunciado: Lic. Elizabeth Saxe Ivancovich

Código:  10290

Denunciante: Miguel Montero Montero

Fecha de Ingreso: 22 de abril de 2004

Folios: 2

Copias: 7

9. Expediente Nº 220-04

Denunciado: Lic. Hugo Sequeira Solís

Código: 1746

Denunciante: De'Kridge ST CYR

Fecha de Ingreso: 22 de abril de 2004

Folios: 1

Copias:                      

10. Expediente Nº 221-04

Denunciado: Lic. Luis Martínez Brenes

Código: 2315

Denunciante:  Emilio Arias Martínez

Fecha de Ingreso: 22 de abril de 2004

Folios: 1

Copias:                      

11. Expediente Nº 222-04

Denunciado: Lic. Julio Camacho Cubillo

Código:  9878

Denunciante: Luis Vásquez Porras

 Fecha de Ingreso: 16 de abril de 2004

Folios: 4

Copias:                       

SE LEVANTA LA SESIÓN A LAS VEINTITRES HORAS VEINTE MINUTOS.

_______________________________
 _______________________________

Lic. Gilberto Corella Quesada        MSc. Grettel Ortiz Alvarez      

       Presidente          

      Secretaria


